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Resumen y Abstract 
Resumen 
 
Con análisis de edad, sexo, nivel de formación, universidades de egreso, docencia 
universitaria, empleo anterior, si escribió libros y forma de vinculación en la rama; 
un trabajo de campo del año 2009, sobre 7 de 30 distritos judiciales, 944 de 4.569 
jueces y magistrados, crea unas características del juez de la jurisdicción 
ordinaria; y en su explicación expone la historia constitucional y legislativa de la 
carrera judicial en Colombia, consecuencias de su inexistencia, regulaciones 
fallidas y normativas inaplicadas, hasta el logro de su efectiva vigencia. La 
irrupción del Consejo Superior de la Judicatura sus reglamentaciones de carrera 
judicial, la ley estatutaria y los distintos concursos por él realizados; luego 
contrasta el trabajo de campo inicial con los datos de los participantes 
posesionados del último curso-concurso adelantado, para concluir que el perfil del 
juez mejora con la carrera judicial, aunque falencias en su diseño generan  
discrecionalidad al nombrar. 
 
Palabras clave: Vinculación a la rama judicial, carrera judicial, curso concurso, 




Base on the analysis of age, gender, formation level, graduation universities, 
university teaching, previous employment, whether it has written books and the 
way of linking to the judicial branch ; a fieldwork done in 2009, about 7 from 30 
judicial districts, 944 from 4569 judges and magistrates, it establishes some 
features of the ordinary jurisdiction´s judge. Besides, inside its explanation, it 
exposes the constitutional and legal history of the judicial career in Colombia: 
consequences of its non-existence, frustrated regulations and non-applicable 
normative until the achievement of its effective force. The irruption of the Consejo 
Superior de la Judicatura, its regulations about judicial career, the statutory law and 
the different contests accomplished by It; then it contrasts the initial fieldwork with 
the data of the installed participants of the last course-contest gone ahead in order 
to conclude that the judge profile improves with the judicial career, although some 
failures into it design generate a discretionary nomination.  
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Es la administración de justicia un poder público que cumple una función razón de ser del 
aparato estatal1; por la labor que se desempeña, su tamaño y presencia en todo el país, 
es para la profesión jurídica un escenario por excelencia para el desempeño futuro de 
quienes estudian, cada vez en mayor número por la mayor facilidad en el acceso aun 
cuando no siempre con la mejor calidad2, la carrera de derecho, con ello, un espacio 
importante para el ejercicio del derecho al acceso a los cargos públicos. 
  
Este trabajo pretende, en primer lugar, responder de particular manera al cuestionamiento 
de ¿quién es el juez de la jurisdicción ordinaria?;  parte de crear un perfil del funcionario 
de la jurisdicción, una caracterización sociológica de los jueces y magistrados que para el 
año 2009 ejercían en siete distritos judiciales; la labor de campo fue desplegada a través 
de encuestas, recogidas en entrevistas o con el examen de hojas de vida de 944 
funcionarios de 7 distritos judiciales; para el análisis de algunos factores como edad, sexo, 
universidades de egreso y formación académica, experiencia anterior, docencia 
universitaria y publicaciones realizadas. 
 
Sus resultados constituyen el primer capítulo de esta tesis, que hace parte de una 
investigación ya publicada3 que adelantó el centro de investigaciones jurídicas de la 
facultad de derecho, ciencias políticas y sociales de la universidad nacional (Unijus), 
sobre profesión jurídica en Colombia. 
 
A partir del perfil creado, se buscó una explicación del mismo, de las circunstancias que 
afectaron, para bien o para mal su estructuración. Exponiéndose como el ingreso, 
permanencia y ascenso de los funcionarios o empleados judiciales, no siempre se ha 
regido por las mismas reglas, que desde sus orígenes en la designación de sus 
magistrados, jueces y empleados ha estado y sigue estando presente, un alto 
componente de discrecionalidad del nominador4; el largo periodo de ausencia de 
regulación del mérito como medio de acceso, o bien la falta de aplicación de la 
reglamentación existente y, sumado a ello, como la estructura escalonada del diseño del 
                                                 
1
 La administración de Justicia es la parte de la función pública que cumple el Estado encargada 
por la Constitución Política y la ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y 
libertades consagrados en ellas, con el fin de realizar la convivencia social y lograr y mantener la 
concordia nacional. (Art. 1° ley estatutaria)  
2
 Así lo concluye una investigación realizada por el estudiante Fredy Salamanca sobre la educación 
legal en Colombia que hace parte de una publicación elaborada por el centro de investigaciones 
jurídicas de la facultad de derecho, ciencias políticas y sociales (Unijus), recogida en el libro Los 
abogados en Colombia. 
3
 Los abogados en Colombia. García Villegas, Mauricio. Editor. Universidad Nacional 2010. 255 
páginas. 
4
 Como se expondrá en el trabajo la carrera judicial sólo viene a implementarse en 1988. 
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aparato judicial5 facilitó por mucho tiempo una injerencia política directa, en la 
determinación de su burocracia. 
 
El segundo capítulo formula un breve recuento cronológico de la forma como se llega a la 
regulación constitucional y legal de la carrera judicial, partiendo de la reseña de la 
estructura del aparato judicial en las primeras constituciones, precisando aquellas que la 
plantearon necesaria; se describe el camino tortuoso que significó alcanzar su 
implementación legal, algunos de los intentos fallidos de legislar al respecto, con 
detenimiento se hace referencia a las ordenaciones legales emitidas y nunca aplicadas, 
las modificaciones jurisprudenciales por el control de constitucionalidad de sus normas, 
aún antes de ser implementadas; hasta llegar a su efectiva aplicación, en lo que fue el 
primer ingreso reglado para jueces y magistrados, sus aciertos y desaciertos; para 
terminar con el efecto que en el mismo tuvo el surgimiento del consejo superior de la 
judicatura y el proceso de empalme. 
 
En el tercer capítulo se hace una breve exposición, a partir del marco constitucional de 
1991 y su desarrollo en la ley estatutaria, de los concursos que ha organizado el consejo 
superior de la judicatura en la jurisdicción ordinaria6, para resaltar las variaciones más 
significativas de los mismos. 
 
Se toma con detenimiento el último concurso convocado7 para la jurisdicción ordinaria,  
cuyos registros de elegibles aún están vigentes, y partiendo de los jueces y magistrados 
que han sido nombrados, confirmados y se posesionaron, como resultado final del mismo, 
se construye un perfil del participante designado que se contrasta, en la medida de lo 
posible, con el creado a partir del trabajo de campo reseñado en el primer capítulo.  
 
En segundo lugar, a la par de la creación y confrontación de perfiles sustento de la 
primera hipótesis, la investigación pretende demostrar como de un sistema de 
discrecionalidad casi absoluto en la provisión de los cargos, existente antes de la 
implementación de los concursos de méritos en la rama judicial, se pasó a un régimen en 
el que si bien la regla general que prima8 es el mérito para el ingreso, permanencia y 
ascenso; aún se presentan múltiples circunstancias que producen que hoy día, en un 
número considerable de cargos y/o tiempos, el ingreso y ascenso, dependa de la 
discrecionalidad del nominador, lo que facilita que opere, aunque en menor escala, ciertos 
niveles de clientelismo en la provisión de cargos en la jurisdicción ordinaria. 
 
                                                 
5
 La constitución política y la ley estatutaria de la administración de justicia tienen un diseño de 
estructuras jerárquicas para la jurisdicción ordinaria, su cúspide es la corte suprema y le siguen los 
tribunales de distrito, los jueces del circuito y por último los jueces municipales. 
6
 El trabajo se refiere a la jurisdicción ordinaria que componen la corte suprema, los tribunales 
superiores y los jueces que se vinculan con ellos,  atendiendo a la clasificación constitucional de 
las jurisdicciones.  
7
 El concurso fue convocado por el Acuerdo PSAA08-4528 de febrero 4 de 2008. 
8
 Los cargos de magistrados de las altas cortes, por disposición de los artículos 231, 239 y 254 de 
la carta política tienen reglas precisas para la designación de sus integrantes sin que opere el 
concurso de méritos y se clasifican según el artículo 130 de la ley estatutaria, como cargos de 
periodo individual, por; la misma norma regula que respecto de aquellos despachos, son cargos de 
libre nombramiento y remoción los de magistrado auxiliar, abogado asistente o sus equivalentes, 
los empleados adscritos de todos ellos y los cargos de los despachos de los magistrados de los 
tribunales superiores, todos los demás cargos de la rama son de carrera judicial, salvo disposición 
legal en contrario.  
3 
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Situación que se advierte generada por circunstancias excepcionales y del propio diseño 
del sistema de carrera judicial, que al dejar amplio margen de arbitrio al nominador para la 
provisión de caros, puede llevarle a prácticas que vulneran el derecho a la igualdad en el 
acceso a los cargos públicos. 
 
Vale decir, se pretende exponer que por falencias en el diseño del concurso y la 
regulación legal de la forma como se proveen ciertas vacancias, se facilita que se asuman 
ciertos comportamientos en los nominadores en la provisión de cargos de funcionarios y 
empleados en la jurisdicción ordinaria, que debieran estar ya desterrados desde la 
implementación del sistema de concurso de méritos; pues figuras como el traslado, 
licencias remuneradas y no remuneradas, la creación de cargos en provisionalidad por 
largos periodos de tiempo y algunas interpretaciones de la ley estatutaria, propician 



























   
1. CAPÍTULO PRIMERO: PERFIL DEL JUEZ 
DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA 
 
 
Este capítulo hace una caracterización sociológica del juez de la jurisdicción ordinaria a 
partir de una encuesta realizada a funcionarios (jueces y magistrados) de 7 de los 30 
distritos judiciales que en el país componen la jurisdicción ordinaria.  
 
Según el informe al Congreso de la República de la Sala Administrativa del  Consejo 
Superior de la Judicatura (2007-2008), en los 30 distritos judiciales de la jurisdicción 
ordinaria existen 406 magistrados de tribunal superior y 3.309 jueces, para un total de 
3.715 funcionarios de los 4.293 que componen la rama judicial9. Esta jurisdicción, cuya 
cúspide en su estructura y autoridad superior es la Corte Suprema de Justicia, comprende 
los ámbitos civil, familiar, laboral, penal y agrario y se encuentra presente en todo el 
territorio nacional. 
 
Los 7 distritos judiciales se escogieron de tal manera que estuvieran representados los 
distintos tamaños de los distritos en el país. Tres de ellos son de los de mayor número de 
funcionarios tienen; ellos son Bogotá, Cundinamarca y Cali, tres de número intermedio: 
Barranquilla, Boyacá y Villavicencio y uno de los más pequeños: Pamplona.  
 
Los distritos encuestados tienen, en suma, 153 magistrados y 997 jueces de los cuales 
fueron objeto de muestra 115 magistrados y 829 jueces, es decir, a 944 funcionarios que 
representan el 86% de los jueces y magistrados de los 7 distritos escogidos. En los 
distritos judiciales de Cundinamarca, Pamplona, Villavicencio y Tunja la encuesta se hizo 
a todos los jueces y magistrados. En los distritos de Bogotá, Barranquilla y Cali fue 
imposible hacer la encuesta a todos, se logró hacerla al 87% de los mismos. 
  
La información se obtuvo bien a partir del diligenciamiento directo de la encuesta por los 
jueces y magistrados10 o bien a través del análisis de las hojas de vida que reposan en los 
respectivos tribunales superiores. Se preguntó edad, género, nivel de formación 
educativa, universidad de egreso en pregrado y pos-grado, tipo de vinculación 
                                                 
9
 Vale la pena aclarar que no está comprendida en esta cifra la Fiscalía General de la Nación. Para 
el año 2011 se denuncia un crecimiento del 8% de los funcionarios judiciales, la cobertura es de 
10.44 jueces por cada 100.000 habitantes, según el informe del C.S. de la Judicatura, al congreso 
(2010-2011).  
10
 La recolección de la información con diligenciamiento de encuesta por los funcionarios 
predominó en los distritos judiciales de Bogotá, Barranquilla, Cali, Pamplona, mientras que en 
mayor medida fue extraída de las hojas de vida en los  restantes Boyacá, Cundinamarca y 
Villavicencio. 
6 
El Juez de la Jurisdicción Ordinaria 
 
administrativa, si había sido o era docente universitario, si tenía obra jurídica publicada, la 
fecha de ingreso a la judicatura y la ocupación o empleo después de obtenido el pregrado 
y anterior al ingreso a la rama. 
 
Los datos obtenidos se cuantificaron, por distrito y en forma global, creando referencias 
estadísticas que proporcionan elementos de juicio para la elaboración del perfil judicial 
buscado. Así mismo, se hicieron algunos cruces de variables para encontrar 
proyecciones.  
 
No todos los distritos tienen la misma representación en la muestra: El 30% de los 
encuestados son de Bogotá, el 9% de Barranquilla, el 22% de Cundinamarca, el 10% de 





De los 944 funcionarios objeto del muestreo, 416 son mujeres, es decir el 42,2 %, y 528 
son hombres, el 57,8%; esta tendencia no es uniforme en los 7 distritos judiciales, pues 
en los de Pamplona y Barranquilla las mujeres ocuparon mayoritariamente los cargos de 
jueces 66,6% y 56,7% respectivamente; mientras que los hombres fueron mayoría en los 
restantes distritos: Villavicencio 69,7%, Bogotá 56,1%, Cundinamarca 54,5%, Tunja 
52,0% y Cali 51,0 %.    
 
Solamente en los tribunales de Pamplona (66,6%) y Tunja (54,5%) las magistradas son 
mayoría; en los restantes predominan los hombres con marcadas diferencias. Así, en el 
Tribunal Superior de Cali las mujeres representan un 21%, en Cundinamarca 23%, en 
Bogotá 30,43%, en Barranquilla 38,8% y en Villavicencio 40%.     
  
En términos generales es mayor la población de funcionarios hombres que de 
funcionarias mujeres, diferencia que globalmente es de un 15,6% pero, como se precisó, 




El año de nacimiento reportado permite afirmar que un 90,6% de los funcionarios de la 
jurisdicción ordinaria nacieron antes de 1970, es decir, son mayores de 38 años; un 8,7% 
entre 1970 y 1980  y solo un 0,7% nacieron después de 1980. Del total del primer grupo 
un 47, 6% está entre 38 y 48 años, un 38,4% entre 48 y 58 años de edad y el restante 
4,6% es mayor de 58 años. 
 
El distrito judicial con promedio de población más joven es el de Cali en donde el 64,4% 
de sus funcionarios son menores de 48 años; de ellos el 13,1%  es menor de 38 años; le 
sigue Villavicencio con un 62,6% menor de 48 años y un 15,7% menor de 38; en Tunja el 
59,7% de sus funcionarios es menor de 48 años y el 27,1% menor de 38; en 
Cundinamarca el 53% es menor de 48 años, y el 15% menor de 38; en Bogotá el 47,6% 
es menor de 48, y de estos el 17% es menor de 38; en Barranquilla el 40% menor de 48 y 
7 
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el 14% menor de 38 y en Pamplona 42,8% de sus funcionarios son menores de 48 y el 
51,2% mayores de 38. 
 
La población de mayor edad predomina en Barranquilla donde el 60% de sus funcionarios 
son mayores de 48 y en el mismo rango en porcentaje le siguen, Pamplona con el 57,2%, 
Bogotá 52,4%, Cundinamarca 47%, Tunja  40,3%, Villavicencio 37,4% y Cali con un 
35,6%.   
 
Los tribunales superiores con menor promedio de edad de sus magistrados son en su 
orden, Villavicencio donde el 60% de aquellos es menor de 48 años, mientras que el 
mismo rango de edad ocupa en Cali el 47,36%, en Bogotá el 39,13%, en Tunja el 36,36%, 
en Barranquilla el 20%, en Cundinamarca el 15,38% y por último Pamplona en el que 
todos sus magistrados se ubican en edad superior al referido rango. 
 
El 43% de los jueces del Distrito Judicial de Barranquilla son mayores de 48 años, 
mientras que en el mismo rango de edad están el 40% de los jueces de Cundinamarca, el 
37,2% de Villavicencio, el 33,3% de Tunja y Pamplona, el 32,76% de Bogotá y el 31% de 
Cali. El porcentaje más alto de jueces menores de 48 años lo tiene Cali con un 57%, 
rango de edad que en Villavicencio es del 52,3%, en Bogotá del 51,48%, en Pamplona del 
50%, en Cundinamarca del 47%, en Tunja del 46,3 y en Barranquilla 38,8%.    
 
El gráfico (1.1) representa, en columnas los rangos de edades de los funcionarios y en 
colores, azul y rojo, el componente de jueces y magistrados en cada uno de ellos. 
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1.3. Forma de vinculación 
 
Aun cuando, por regla general11, los cargos de la rama jurisdiccional se proveen por 
concurso de méritos, cuyo resultado final comporta una vinculación en propiedad o 
carrera administrativa, los resultados reflejan la existencia de vinculaciones en propiedad, 
provisionalidad y encargo. Estas dos últimas formas son minoritarias, están previstas en la 
ley estatutaria y se presentan en situaciones administrativas de vacancia temporal por 
vacaciones o licencias como la concedida para ocupar otro cargo en la rama en 
provisionalidad12, y en la situación administrativa derivada del inicio del trámite que 
conduce a la provisión de una vacante definitiva13. 
 
Los datos que se exponen a continuación reflejan la situación administrativa de los cargos 
objeto del muestreo al momento en que este se realizó. Para el momento en que se 
recoge la muestra se proveen cargos por concurso de méritos y existe un registro de 
elegibles vigente14; en 2007, en la jurisdicción ordinaria tomaron posesión en propiedad, 
por haber sido designados en concurso de méritos previa formulación de lista de 
elegibles, 29 magistrados y 132 jueces15.     
 
En general, los funcionarios estaban vinculados en un 73,5% en propiedad, 25,6% en 
provisionalidad y 0,8% en encargo. Los resultados de la muestra reflejan mayor número 
de vinculados en  propiedad en los distritos judiciales pequeños y mayor en 
provisionalidad en los distritos más grandes; quizá esto se explique por el mayor 
movimiento de la planta de personal que allí se presenta y porque en los distritos que 
tienen jurisdicción en municipios apartados de la geografía nacional o con problemas de 
orden público, los integrantes del registro de elegibles convocados no se postulan para 
conformar las listas de elegibles para llenar aquellas vacantes, impidiendo así su 
formulación y generando que los cargos permanezcan, por largos lapsos, ocupados en 
provisionalidad16. 
 
Mientras que en Bogotá, para el momento de la muestra, el 70,46% de los funcionarios 
encuestados se encontraban vinculados en propiedad, el 29,18% en provisionalidad y el 
                                                 
11Por disposición constitucional se exceptúa del concurso de méritos el acceso a  magistrado de al tas Cortes  
que son en total 66 Magistrados (Corte Suprema y Consejo de Estado que se eligen por cooptación 
compartida, Consejo Superior de la Judicatura que se elige por las otras Cortes y por la cámara de 
representantes y Constitucional que se elige por el Senado según ternas remitidas por la Corte, el Consejo de 
Estado y el  Presidente de la República).  
12
 El funcionario que ocupa un cargo en propiedad puede desempeñar otro en la rama en provisionalidad sin 
perder su propiedad hasta por 2 años. 
13
Presentada una vacante definitiva se comunica al consejo seccional quien a su vez publica su existencia para 
que aquellos que participaron en el concurso y hacen parte de los registros de elegibles, manifiesten su interés 
en llenar la vacante anunciada; de los candidatos que ejercieron la opción se elabora, en estricto orden 
descendente, la lista de elegibles que se remite al tribunal superior, este proceso puede tomar varios meses.  
14
 En el informe del Consejo Superior de la Judicatura al Congreso de la República se reseña que 




 A manera de ejemplo puede citarse que en el Distrito Judicial de Cundinamarca municipios como 
Puerto Nariño Amazonas, en los últimos 3 concursos los participantes no se postulan para  aquel 
o, si lo hacen, de ser nombrados no aceptan la designación; y municipios como Cabrera  en 
Cundinamarca o Lejanías del Distrito de Villavicencio tampoco son muy apetecidos por los 
concursantes y permanecen en provisionalidad.  
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0,35% en encargo; en Pamplona el 100% lo estaban en propiedad; en Cundinamarca el 
84,97% en propiedad, el 14,55% en provisionalidad y el 0,46% en encargo; en 
Villavicencio el 80,21% en propiedad, el 18,68% en provisionalidad y el 1,09% en 
encargo; en Tunja el 76,86% en propiedad, el 21,64% en provisionalidad y el 1,49% en 
encargo; para Cali la proporción de funcionarios en Propiedad era del 87,39%, en 
provisionalidad del 12,60% y, por último, en Barranquilla el 95,29% de sus funcionarios se 
encuentran vinculados en propiedad y el 4,70% restante en provisionalidad. 
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1.4. Empleo anterior 
 
Para el 36,8% de los jueces y para el 45% de los magistrados la rama judicial significó su 
único empleo luego de terminados sus estudios de pregrado; es  decir, el 41,72% de los 
funcionarios judiciales encuestados ha laborado solo de un lado de la baranda, mientras 
que el 58,28% tuvo otras ocupaciones antes de ingresar a la rama. 
 
El margen de quienes llegan a la rama jurisdiccional estando dedicados a la profesión de 
abogado litigante varía en relación con el cargo al que ingresan. Mientras que el 24,15% 
de los actuales magistrados tuvieron el litigio por ocupación anterior a su ingreso a la 
rama, el 11,52% de los jueces actuales eran abogados litigantes antes de ingresar a la 
rama. 
 
En un porcentaje similar, la procuraduría general de la nación y las personerías 
(municipales y distritales) fueron empleadores anteriores del 3,01% de los jueces y el 
3,47% de los magistrados. La fiscalía general de la nación fue empleo anterior del 2,65% 
de los actuales jueces y del 1,73% de los magistrados. Pero fue el rango “otros empleos 
públicos” -distintos de los particularmente reseñados- el que tuvo el segundo lugar en la 
ocupación anterior al ingreso a la rama, de allí provienen el 9,65% de los actuales jueces 
y el 13,9% de los magistrados.  
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Por distritos judiciales las tendencias de la gráfica general pueden presentar variaciones 
de consideración; así el distrito de Cundinamarca presenta el mayor porcentaje de jueces 
con ocupación anterior de litigante 20,5%. El mayor porcentaje de magistrados con 
ocupación anterior de litigantes se encuentra en Pamplona con el 66%, mientras que de 
sus jueces solo el 11,1% señalaron el litigio como su ocupación anterior. 
 
Ni en el distrito de Cali ni en el de Tunja se registró en sus magistrados ocupación anterior 
de abogados litigantes, y sus jueces dijeron ocuparse en tal labor antes de su ingreso en 
un 15,0% y 19,5% respectivamente. Barranquilla reportó cifras muy similares en sus 
jueces y magistrados con vocación anterior de litigante el 10,4% y el 11,1% 
respectivamente. 
 
Para Bogotá el 16,1% de sus jueces y el 23,9% de sus magistrados dijeron dedicarse al 
litigio antes de ingresar a la rama. En Villavicencio, el 40% de sus magistrados y el 13,9% 
de sus jueces registraron el litigio como ocupación anterior. 
  
En el distrito judicial de Bogotá 54,8% de sus jueces y 47,8% de sus magistrados tuvieron 
como única vinculación laboral, después del pregrado, a la rama judicial; para Barranquilla 
fueron 50,7% de sus jueces y el 55,5% de sus magistrados; en Tunja 57,7% de sus 
jueces y 80% de sus magistrados; Villavicencio 55,8% de sus jueces y 20% de sus 
magistrados; en Cundinamarca 26,0% de sus jueces y 61,5% de sus magistrados; en 
Pamplona 38,8% de sus jueces y ninguno de sus magistrados; y, por último, en Cali 
49,0% de sus jueces y  18,75 de sus magistrados. 
  
 




El 43,3% de los funcionarios terminaron sus estudios de pregrado después del año 1990; 
el 47,4% en 1980-89, el 9,2% en 1970-79; por fuera de estos rangos se encuentra el 
graduado más antiguo que es del 14 de mayo de 1959. 
 
La mayoría de funcionarios de la jurisdicción ordinaria, es decir, un 22% (208 de 944) son 
egresados -pregrado- de la universidad libre, de la universidad la gran Colombia egresan 
un 11,1% (105 de 944); le sigue la universidad católica con un 10,8%, (102 de 944), la 
santo Tomás con 10,4% (98 de 944), universidad autónoma 8,2% (77 de 944) universidad 
nacional con 7,6% (72 de los 944), universidad Santiago de Cali 5,3% (50 de 944) 
universidad externado con un 4,7% (44 de 944), y en menor escala figuran otras 
universidades como javeriana, incca, Simón Bolívar, del atlántico, del Cauca, san 
buenaventura, autónoma latinoamericana, autónoma de Bucaramanga, del rosario, de la 
Sabana, de Antioquia y de Manizales.  
 
La universidad con mayor presencia de sus egresados en la rama judicial es la libre17; 
salvo en Villavicencio y Tunja, en todos los distritos en estudio, esta universidad tiene 
                                                 
17
 Para estos efectos las universidades son tomadas como una sola, sin importar el número de 
sedes en las ciudades del país. Así, la Libre tiene dos programas de derecho en Bogotá y uno en 
Cali, Cúcuta, Socorro y Barranquilla.   
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sede en la cabecera del distrito judicial o en la capital del respectivo departamento. Ella es 
mayoritaria en los distritos de Pamplona con el 49,6% de sus integrantes y en 
Cundinamarca con el 29,1%. Ocupa el segundo lugar en Cali, con el 27,7%, es allí 
superada por la universidad fuerte de la región la Santiago de Cali, de donde egresan el 
39,4% de sus integrantes. La libre ocupa el segundo lugar en Barranquilla con el 29,4%  
de  sus funcionarios, siendo sólo  superada por la universidad del Atlántico de donde 
egresan el 30,5% de sus funcionarios; el segundo lugar en Bogotá con el 17,4% y el 
tercero en Villavicencio con el 14,2% y  Tunja con el 11,9%. 
 
Gráfica  4-1. Universidades de Pregrado  
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La universidad  la gran Colombia es primera en Bogotá con el 18,8% de sus funcionarios, 
segunda en Villavicencio con el 15,3% y tercera en Tunja con el 10,4%, tiene presencia 
en todos los distritos judiciales salvo en Barranquilla. La santo Tomas es mayoritaria en 
Tunja con un porcentaje igual al 21,6% de sus integrantes, cuarta en Bogotá con un 
10,6%  y comparte el tercer lugar en Villavicencio con un 9,8%. 
 
La universidad católica es segunda en Tunja con un 14,9%, y en Cundinamarca con el 
12,6% y tercera en Bogotá con un 14,9%; mientras  la  universidad nacional es tercera en  
Gráfico 1.5. Universidades de pregrado Cundinamarca con un 11,2% de sus miembros, 
cuarta en Bogotá con un 11,3%  y sexta en Tunja con un 7,4% de sus miembros. La 
universidad autónoma es mayoritaria en Villavicencio con un 20,8% de sus integrantes, 
cuarta en Cundinamarca con un 10,7% y quinta en Bogotá con un 8,8%.  
 
Otras universidades tienen una representación significativa solo en determinados distritos, 
como ocurre con la Universidad Unicosta que en Barranquilla forma el 21,1% de sus 
funcionarios, siendo superada, como se anotó, sólo por la universidad del Atlántico, allí 
mayoritaria. La universidad del Cauca que en Cali ocupa el tercer lugar con un 10% de 
sus integrantes, siendo únicamente superada por las universidades Santiago de Cali y 
libre; y la universidad externado que, con el 13,4% de los funcionarios del distrito de 
Tunja, ocupa allí el cuarto lugar, después de las universidades santo Tomás, católica y 
libre. 
 
La universidad santo Tomás de Aquino que es mayoritaria en el distrito judicial de Tunja y 
ocupa lugar de consideración en los distritos de Bogotá, Cundinamarca y Pamplona, tiene 
presencia en todos los distritos judiciales en estudio, aun cuando es mínima en los 
distritos de Barranquilla y Cali. 
 
La universidad nacional tiene presencia significativa en los distritos de Cundinamarca, 
Bogotá y Tunja, mínima presencia en los de Cali y Villavicencio y no aparece en los 
distritos de Barranquilla y Pamplona. Mientras la universidad de Antioquia solamente tiene 
presencia mínima en Cali y Bogotá; presencia mínima también tiene la Universidad Incca 
en los distritos de Bogotá, Cundinamarca y Tunja.  
 
1.5.2.  Posgrado 
 
Independientemente del proceso de autoformación que en la rama judicial lidera la 
escuela judicial Rodrigo Lara Bonilla, el nivel de capacitación universitaria de los 
funcionarios judiciales que ingresan a la rama ha venido variando de manera significativa 
con el paso del tiempo. 
 
Sin embargo, un 21% de los funcionarios objeto de la muestra no había adelantado 
estudios de postgrado, es decir, uno de cada 5 funcionarios, por género, un 9% mujeres y 
un 12% hombres.  
 
Del 77,8% de funcionarios que adelantaron estudios de posgrado, cursaron dos 
especializaciones un 36,6%; tres especializaciones el 13,1%; y el 3,1% estudios en 
maestría.  
 
El nivel de formación académica varía significativamente si se contrastan los distritos 
judiciales: En Bogotá laboran el 33% de quienes tienen al menos una especialización; el 
14 






































Estadísticos : % del total de N "3º ESPECIALIZACIÓN"
39,6% de quienes tienen dos; el 50% de los que tienen tres; el 30% de quienes tienen 
maestría y el 100% de los que alcanzaron doctorado; mientras que en Villavicencio lo 
hacen el 8,3% de los que tienen una especialización, el 8.09% de quienes tienen dos, el 
5,65% de quienes tienen tres y el 3,33% de quienes tienen maestría. 
 
En Barranquilla se encuentra el 10,75% de los que tienen una especialización, el 10,98% 
de quienes tienen dos, el 13,71% de quienes tienen tres y el 6,67% de quienes tienen 
maestría; en Cundinamarca sus funcionarios representan el 18,37% de los que tienen una 
especialización, el 14,16% de quienes tienen dos, el 8,87% de quienes tienen tres y el 
16,67% de quienes tienen maestría. 
 
En el distrito de Tunja se tiene que el 12,11% de sus funcionarios tienen una 
especialización, el 8.96% dos, el 7,26% tres 3 y ninguno tiene maestría; en el distrito de 
Pamplona un 2,31% de sus funcionarios tienen una especialización, un 2,60% dos, y en 
3,23% tres y un 3,33% maestría; por último, en el distrito de Cali el 14,29% de sus 
funcionarios cuentan con una especialización, el 15,61% con dos, el 11,29% con tres y el 
40% de los funcionarios judiciales alcanzaron un maestría. 
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La diferencia en los niveles de formación podría explicarse por la facilidad de unos y la 
dificultad de los otros para acceder a la formación académica en posgrados. Bogotá tiene 
el mayor porcentaje de funcionarios en todos los niveles de formación analizados, con 
excepción de las maestrías en las que el distrito de Cali lo supera. 
 
En cuanto toca con las universidades escogidas para adelantar estudios de posgrados el 
primer lugar lo ocupa la universidad  externado de Colombia, que acoge a un 24,6% de 
los funcionarios que cursan en ella su primera especialización; le siguen en su orden la 
universidad libre con un 21,6% de los funcionarios que alcanzaron dicho nivel, y en tercer 
lugar la universidad nacional con el 10,9% de los funcionarios judiciales actuales con 
primera especialización. 
 
Las universidades la gran Colombia y católica, que se tienen como la segunda y tercera 
de las escogidas por los funcionarios para realizar los estudios de pregrado, con un 11,1% 
y 10,8% respectivamente, tienen poca demanda para el primer  posgrado, pues allí lo 
cursan solo un 2,5% y un 7,6% de los funcionarios; supera la segunda a la primera y 
ocupando estas los lugares décimo y cuarto respectivamente. 
 
La universidad Santo Tomás de Aquino y la autónoma que al igual que en pre-grado 
ocupan el quinto y sexto lugares, con un 6,7% y un 4,3% respectivamente. La universidad 
del rosario con un 3,9%, los andes con un 0,9%. Algunas regionales fuertes como la 
Santiago de Cali que otorga la primera especialización al 3,1% de los funcionarios; la 
universidad de Boyacá con un 1,4%; y con mínima presencia figuran en su orden las 
universidades corporación Unicosta, Inca, del Cauca, Simón Bolívar, de Pasto, de 
Cartagena, militar, de la sabana, central del Valle, cooperativa y Sergio Arboleda. 
 
La primera especialización la cursa en el exterior solo un 1%, es decir, 8 funcionarios de 
quienes alcanzaron ese nivel de capacitación; en pregrado únicamente dos funcionarios 
alcanzaron su título de abogado en universidades del exterior. 
 
Y respecto a los distintos distritos judiciales, para estudios de posgrado las universidades 
que son fuertes en la respectiva región cobran marcada importancia; sin embargo, la 
universidad externado de Colombia es la primera escogida en los distritos de Bogotá, 
Tunja, Barranquilla y Pamplona, y la libre en Cundinamarca, Villavicencio y Cali. 
 
En el distrito Judicial de Bogotá la universidad libre, la católica y la nacional siguen en su 
orden al externado de Colombia; a ellas acuden 18,2%, 14,6% y 11,5% de sus 
funcionarios a cursar la primera especialización respectivamente; la universidad del 
rosario es escogida por un 7,1% y la universidad de los andes por un 2,3% de sus 
funcionarios.  
 
En Cundinamarca los funcionarios del distrito judicial cursaron su primera especialización 
mayoritariamente en la universidad libre 26,6%; le siguen la universidad externado con un 
19,2%, la universidad nacional con un 14,7% y la universidad católica con un  9,6%, la 
Santo Tomás  con un 8,8% y la Javeriana con un 5,9%.  
 
En Tunja la universidad nacional con un 26% es la segunda escogida para cursar la 
primera especialización, seguida por la universidad de Boyacá con un 9,5%, la Santo 
Tomas con igual porcentaje y la libre que cubre solo un 8%, la universidad del rosario con 
16 
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un 3,1%, y con representación apenas superior al 1% aparece la universidad javeriana, 
bastante lejos de la universidad externado que allí ocupa el primer lugar con un 29,7 %. 
 
En Pamplona, donde también predomina la escogencia por la universidad externado con 
un 29,4%, son elegidas para cursar el posgrado las universidades libre y autónoma en un 
23%,  del rosario en un 11% y Santo Tomás en un 5,8%. 
  
En Barranquilla el externado de Colombia es la universidad escogida por el 41,7% de sus 
funcionarios para adelantar el primer posgrado, le sigue la universidad libre con un 25,4% 
y en su orden con rangos muy inferiores se encuentran la autónoma con un 8,6%, de 
Cartagena con un 7,5%, del Atlántico con 5%, Unicosta, Sergio Arboleda y Simón Bolívar 
con un 2,6%. 
 
En Villavicencio el externado y la libre están muy cerca de las preferencias de sus 
funcionarios con un 27,8% y un 26,2% respectivamente; le siguen la Santo Tomás 14,7%, 
la autónoma 9,8% y la nacional con un 6,5% de preferencia; en menor escala la javeriana, 
del rosario, del Atlántico y cooperativa. 
 
En Cali la universidad Santiago de Cali ocupa el segundo lugar de las preferencias con un 
21,6%, después de la libre que predomina con un 28%; la Universidad Externado es 
tercera con un 16,9% y le siguen la universidad san Buenaventura un 12,2 %, la 
universidad de Antioquia un 6,6%, la del Valle un 3,7% y la Nacional un 3,7% de los 
funcionarios. 
 
De los funcionarios judiciales que adelantaron una especialización que equivalen al 77,8% 
de los encuestados, un 46,9% hicieron una segunda especialización, y las universidades 
escogidas para adelantarla  mantuvieron en general la tendencia de las escogidas para la 
primera especialización. 
 
El primer lugar lo ocupa la universidad libre con un 22,5%, le sigue el externado de 
Colombia  que acoge a un 16,2% y luego la universidad nacional con un 14,8%; son ellas 
las mismas tres universidades que se escogieron mayoritariamente para cursar la primera 
especialización, en la cual  la universidad externado ocupó el primer lugar con un 24,7%. 
 
La universidad católica y la Santo Tomás se mantuvieron en el cuarto y quinto lugares de 
preferencia para cursar el segundo posgrado, que habían obtenido en el primer posgrado 
y en el pregrado, su participación equivale a un 6,5% y un 5,4% respectivamente. 
 
De los funcionarios que cursaron dos especializaciones un 35% hicieron un tercer 
posgrado, ello equivale a un 13,1% de los funcionarios judiciales; escogieron para 
adelantar su tercer estudio de especialización las mismas tres universidades a las que les 
habían otorgado mayor grado de preferencia para los dos primeros posgrados; en primer 
lugar a la universidad libre con un 26,7%, externado con el 20,3% y la nacional con el 
11,8%. 
 
El nivel académico de maestría es alcanzado solo por 30 funcionarios que equivalen al 
2,8% de los encuestados, 12 de aquellos laboran en el distrito judicial de Cali y 9 en el de 
Bogotá; 5 en Cundinamarca, 2 en Barranquilla, 1 en Villavicencio y 1 en Pamplona, Tunja 
es el único distrito que no tiene funcionario con tal nivel de formación. 
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Gráfica  6-1. Universidad 1ª especialización global 
 
Las universidades escogidas para cursarlo fueron primordialmente la libre que otorgó el 
título a 12 de los graduados lo que equivale al 36% de los funcionarios que alcanzaron tal 
nivel, seguida por la Santiago de Cali con 5 graduados que equivalen al 15% de total, la 
externado de Colombia con 3 equivalentes al 9% de los graduados, con el mismo 
porcentaje la universidad del Valle que también graduó 3 funcionarios en maestría y con 
un 3%, por haber graduado a un funcionario en maestría aparecen las universidades  
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A ellas se suma que en el exterior dos funcionarios, ambos del distrito Judicial de Cali, 
alcanzaron título de maestría en las universidades la Coruña de España y la universidad 





Un 29,9% de los funcionarios de la jurisdicción ordinaria es o ha sido docente 
universitario18; el porcentaje varía según la cabecera de distrito judicial con mayor 
concentración de funcionarios; es más alto en los distritos de Barraquilla 45,8% de los 
funcionarios de ese distrito (30,7% magistrados y 69,3% jueces) es o ha sido docente 
universitario; en Bogotá, es equivalente al 43,7% (28,5% magistrados y 71,5% jueces); en 
Cali 39,4% (38,3% magistrados y 69,7% jueces); en Pamplona el 42,8% (33,3% 
magistrados y 66,6% jueces); en Villavicencio el 28,1% (19,3% Magistrados y 80,7%  
Jueces); en el Distrito Judicial de Cundinamarca un 11,7%  de sus funcionarios (52% 
magistrados y 48% jueces) y por último en Tunja un 7,4% (70% magistrados y 30%  
jueces).  
 
Sin embargo, por el disímil número de jueces y magistrados de los diferentes distritos 
judiciales del país, en el distrito Judicial de Bogotá se encuentra el 44%, Cali el 16,8%, 
Barranquilla el 13,9%, Villavicencio el 9,3%, Cundinamarca el 8,9%, Tunja el 3,5% y en 
Pamplona el 3,2%, del total de los funcionarios que tienen como labor adicional a la 
judicatura la docencia universitaria.  
 
Y diferenciados por la labor judicial que cumplen, se concluye que el 80,8% de los 
magistrados y el 22,4% de los jueces encuestados, ejercen la docencia universitaria.  
 
En el distrito judicial de Barranquilla, la docencia la ejercen los funcionarios 
mayoritariamente en la corporación universitaria de la costa (CUC), 33,3% de quienes 
dictan clases; en la universidad autónoma un 15,3%; 12,8% en las universidades del 
Atlántico, libre de Barranquilla y del Sinú, 10,2% en la universidad del norte y, en menor 
proporción, un 5,1% en las universidades Rafael Núñez de Cartagena y Sergio Arboleda 
de Santa Martha19. 
 
En Villavicencio las universidades autónoma, gran Colombia y libre, que son las que más 
egresados tienen como funcionarios judiciales, no tienen sede en ese distrito judicial; los 
jueces y magistrados que allí ejercen docencia lo hacen en un 69% en la universidad 
cooperativa de esa ciudad, un 28,7% en la del Meta y otros minoritariamente en la libre de 
Bogotá, la gran Colombia y de Ibagué. 
 
En Bogotá los funcionarios judiciales que ejercen docencia tienen o han tenido presencia 
en 36 universidades, en 24 de ellas en facultades de derecho; la universidad libre recibe 
el mayor número de funcionarios, un 19,5% de quienes ejercen tal labor; le siguen en 
orden descendente la gran Colombia 18,6%, la católica 13%, la autónoma 14,6%, la 
Santo Tomás 9,7%, la cooperativa 8,9%, la Universidad Incca 8,1%, externado 5,6%, 
                                                 
18
 La docencia universitaria en materia jurídica está  permitida a los funcionarios judiciales por el 
parágrafo 2º  del  artículo 151 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
19
 Las Universidades del Atlántico y Libre de Barranquilla, que en este distrito egresan el mayor 
número de funcionarios, no son las que reciben más docentes de la judicatura.  
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militar 5.6%, nacional 5,6%, Antonio Nariño 4,8%, javeriana 4,06%, del rosario 2,4%, 
Tadeo Lozano 2,4%, republicana 2,4%, de la sabana 2,4%, Sergio Arboleda 1,6%, colegio 
mayor de Cundinamarca 1,6%, de los andes 0,8%, los libertadores 0,8%, san Martín 08%, 
vale aclarar que en bastantes casos la docencia se ejerce en varias universidades a la 
vez. 
 
Con relación a las universidades de pregrado de los funcionarios del distrito en cuestión, 
se puede evidenciar que cuatro de las cinco universidades con mayor número de sus ex 
alumnos que  ejercen la judicatura en Bogotá, gran Colombia, libre, católica y santo 
Tomas, son a su vez las que más docentes universitarios acogen. La universidad 
nacional, que en el número de egresados que laboran como jueces o magistrados en este 
distrito ocupa el cuarto lugar, en la recepción de docentes ocupa el puesto décimo.  
 
En el distrito judicial de Cundinamarca, cuyo tribunal está radicado en Bogotá, las 
universidades en que sus funcionarios ejercen o han ejercido la docencia, en orden 
descendente son; la libre 24%, externado 16%, nacional 12%, cooperativa 12%, 
autónoma 12%, católica 8%, y con un 4% figuran Sergio Arboleda, Incca, de la Sabana, 
Antonio Nariño, Militar Nueva Granada, Santo Tomás de Aquino, de Boyacá, Tecnológica 
de Tunja, de Pamplona y popular del Cesar. 
 
La Libre y la Nacional ocupan en el distrito judicial de Cundinamarca  el mismo lugar en 
cuanto a ex alumnos vinculados a la judicatura y funcionarios acogidos en sus aulas en la 
docencia; la libre forma el mayor número de funcionarios y recibe el mayor número de 
docentes del distrito mientras que la universidad nacional es la tercera en la recepción de 
docentes del distrito y la tercera universidad de donde egresan los funcionarios. 
 
En el distrito judicial de Cali, la universidad Santiago de Cali, que egresa el mayor número 
de sus funcionarios judiciales que equivalen a un 39,4%, igualmente acoge al mayor 
número de jueces y magistrados que ejercen la docencia 31,9%; le sigue la libre que 
forma un 30,5% de funcionarios  y en ella dictan clase el 29% de estos tal dedicación en 
dicho distrito; macada importancia también registra la universidad san Buenaventura que 
recibe al 23,4%, le sigue la universidad cooperativa con un 14,8%, la universidad 
javeriana con un 12,7%, la Incca 4,7%, del Valle 4,7%. 
 
En los distritos judiciales de Tunja y Pamplona en donde el menor número de funcionarios 
judiciales asume la docencia, predomina el centro universitario de donde en mayoría 
egresan sus funcionarios; a la universidad santo Tomás de Aquino, que tiene una sede en 
Tunja, con un 40% de aquellos; le siguen la pedagógica y tecnológica de Tunja, la de 
Boyacá, la libre, la inca y la industrial de Santander, todas ellas con un 10%.  
 
La universidad de Pamplona que recientemente inició programa de derecho, acoge el 
44,4% de los funcionarios judiciales que allí ejercen la docencia, sin embargo, ninguno 
podía haber egresado de aquel claustro universitario; la libre que aporta el mayor número 
de funcionarios a dicho distrito judicial, tiene sede en Cúcuta, acoge solo al 11,1% de los 
funcionarios docentes de dicho distrito; y también emergen como universidades en las 
que se ejerce o ha ejercido la docencia la Cooperativa, que tiene sede en Cúcuta, con un 
22,2%, la santo Tomás de Bucaramanga y Francisco de Paula Santander con 
participación similar de un 11,1%.  Al igual que en otros distritos algunos de los 
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1.7. Publicación de libros 
 
Son pocos los funcionarios judiciales que han escrito y publicado textos de derecho; 39 
funcionarios, que equivale solo a un 4,1% del total encuestados, han escrito una o más 
obras jurídicas que fueron editadas como libros; el primer lugar lo ocupa Bogotá donde 19 
funcionarios judiciales (48,7% del total) han publicado un libro; le sigue Cali con 8 
funcionarios (20,5%); en tercer lugar Barranquilla con 7 (17,9%), en Cundinamarca y 
Villavicencio solo 2 (7,8% c/u) y en Tunja un único funcionario hizo publicación jurídica 
(3,9%); Pamplona es el único Distrito en el que ningún funcionario ha escrito y publicado 
un libro de derecho. 
 
De la universidad libre egresó el mayor número de funcionarios judiciales que publicaron 
un libro, 9; le sigue la gran Colombia con 5, la nacional con 4, la universidad Santo Tomás 
con 4, del Atlántico con 4, Santiago de Cali con 3, Pasto con 3, latinoamericana de 
Medellín con 2 y con 1 funcionario autor de un libro las universidades javeriana, del 
Cauca, de Cartagena y Unicosta. 
 
 
1.8. Conclusiones  
 
La mayoría de funcionarios judiciales son egresados de universidades no consideradas de 
élite (Libre, Gran Colombia, Autónoma, Nacional y Santo Tomás de Aquino), un 
porcentaje menor proviene de las universidades privadas que se reconoce como 
exclusivas por los costos de sus matrículas, (Externado, Javeriana, Rosario), aun cuando 
no hay una tendencia expresa en la formación universitaria, los porcentajes de egresados 
por universidades permiten afirmar que centros educativos como la Libre, Católica, Gran 
Colombia y Santo Tomás, tienden a formar a sus estudiantes con clara orientación hacia 
la judicatura. 
 
El nivel de formación promedio de los funcionarios judiciales es de una especialización; se 
encuentran casos particulares como funcionarios con 7 especializaciones o 5 
especializaciones y maestría; resalta que casi una cuarta de los funcionarios judiciales 
hizo solo estudios de pregrado. 
 
Los funcionarios de la jurisdicción ordinaria tienden a permanecer en sus cargos, lo que 
podría explicarse por la existencia de una carrera judicial que orientada por el concurso de 
méritos permite ingresar y ascender, bajo estas reglas de juego, hasta el cargo de 
magistrado de tribunal superior. 
 
El alto porcentaje de funcionarios que tienen en la rama judicial su único empleo, después 
del pregrado, permite afirmar que la rama tiene un margen aceptable de estabilidad 
laboral20, pero también que la visión del operador judicial de la jurisdicción ordinaria puede 
concebirse, en alguna medida, sesgada por su único oficio. 
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 Los jueces son evaluados anualmente y cada dos años los magistrados, la calificación 
insatisfactoria, esto es inferior a 60 puntos sobre 100, conlleva la separación del ejercicio del cargo. 
21 
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Uno de cada 3 funcionarios es o ha sido docente universitario y un porcentaje mínimo 
escriben obras jurídicas, su edad promedio es de 38 años y si bien es mínima la población 
menor de 30 años en la rama, lejos de reflejar negativa de acceso de la juventud a los 
cargos de funcionario judicial, ello se explica porque para el ingreso inicial, juez municipal, 
promiscuo municipal o de unidad judicial, se exige a más de haber terminado el pregrado 
en derecho, dos años de experiencia profesional en actividades jurídicas relacionadas, 
adquirida luego de obtenido el título de abogado.    
 
Si bien la carrera judicial se presenta como un concurso de méritos abierto o de 
participación no restringida para el acceso y ascenso, las estadísticas muestran que en 
considerable porcentaje de las escalas; los cargos de magistrados vienen a ser ocupados 
por jueces que sólo han tenido la rama como experiencia laboral, luego del pregrado. 
   
El ingreso a la rama de abogados con estudios de posgrado se incrementa con el paso 
del tiempo y, en mayor medida, a partir de la implementación de los concursos de 
méritos21 en los que los estudios realizados después del pregrado y, con ello, por fuera de 
la exigencia mínima22 para ocupar el cargo al que se aspira, representa unos puntos 
adicionales en el factor capacitación y generalmente da lugar a la reclasificación23 para la 
sumatoria final.   
 
Por último, si bien se observó que la universidad externado y la universidad nacional 
repuntan en los estudios de postgrado, donde alcanzan el segundo y tercer lugar, la 
universidad libre sigue siendo la primera universidad escogida para adelantar estudios de 
posgrado y aparecen en escala mínima las universidades  javeriana, rosario y de los 
andes; es decir, se mantiene la tendencia de que, salvo la prelación de las universidades 
nacional y externado, los funcionarios estudien posgrados en los mismos claustros en que 
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 Desde el año 1988 se iniciaron los concursos de méritos para el ingreso a la Rama, el primer 
concurso organizado por el Consejo Superior de la Judicatura fue en el año 1994.  
22
 La rama no exige estudios de postgrado como requisito indispensable para ingreso o ascenso. 
23
 El sistema de carrera judicial permite al concursante que pasa todas las etapas clasificatorias y 
por ello conforma el registro de elegibles que reclasifique en la tabla sumando, cuando a ello hay 
lugar, la experiencia adicional adquirida y los postgrados en los que se haya graduado con 

















   
2. CAPÍTULO SEGUNDO: UNA EXPLICACION 




Este capítulo hace una descripción histórica del proceso de establecimiento de la carrera 
judicial en Colombia, oteando el panorama de regulación constitucional para presentar la 
forma como se reglamentaba en ellas el aparato judicial, hasta encontrar las que refieren 
al sistema de concurso; así mismo, se describirán los intentos fallidos de su desarrollo 
legal, las reglamentaciones emitidas pero no aplicadas, hasta al régimen que permitió 
realizar el primer concurso de méritos, los cambios que el mismo sufrió a partir de las 
decisiones de control de legalidad de su normativa. 
  
 
2.1. La conformación del aparato judicial en Colombia 
 
 
Son variadas las ópticas desde donde se puede tomar una descripción de la historia 
judicial en Colombia, los cambios institucionales que ha soportado la administración de 
justicia24; ya un análisis socio-político, con visión de izquierda que resalta el hermetismo y 
la represión estatal contra las clases trabajadoras en los procesos de acumulación 
capitalista que se dieron en nuestro país en los años 1930 y 1974; o bien desde su 
complejidad derivada de la necesidad institucional de resolver sus propios problemas de 
consolidación del Estado, con un sistema político débil; o bien una descripción marcada 
por el abusivo uso de la excepcionalidad constitucional para el manejo del Estado, que 
termina debilitando su propio marco institucional y el poder regulador en beneficio de 
espacios sociales de ilegalidad; o ya desde la incidencia que el narcotráfico ha tenido en 
la administración de justicia. Análisis expuestos en libro citado por Gabriel Ricardo 
Nemogá capítulo IV,  Rodrigo Uprymni Yepes V  y VII  y Mauricio García Villegas capitulo 
V1. 
 
O bien plantearlo divido en tres grandes etapas25, el proceso institucional de la 
administración de justicia con anterioridad a la expedición de la constitución de 1991, una 
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 Contexto social y político de las transformaciones institucionales de la administración de justicia 
en Colombia. Gabriel Ricardo Nemogá. En: El caleidoscopio de las justicias en Colombia. Sousa 
Santos, Boaventura de y García Villegas Mauricio. Bogotá: Siglo del hombre editores y Universidad 
de los Andes 2001. Tomo 1 pág. 212 y sgts. 
25
 Así lo presenta el Consejo Superior de la judicatura en su informe al congreso de  la república 
1994-1995, titulado, La administración de justicia en Colombia. Editorial Cima Ltda. Bogotá, agosto 
de 1995. Pag.14-15. 
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inicial en el que la administración se confía en un todo al ejecutivo, y en la que el poder 
legislativo interviene participando en el proceso de selección de los funcionarios; una 
etapa de autogobierno en cabeza de la corte suprema, en donde aquella designa los 
magistrados de tribunal y estos a los jueces, complementada con la cooptación como 
mecanismo para elegir los magistrados de la corte suprema y el consejo de estado;  hasta 
llegar a un modelo que con la implementación de la carrera judicial, a través de un 
consejo superior de administración de justicia, con manejo exclusivo del tema por 
representantes del aparato judicial se encarga del manejo de la carrera concebido como 
órgano administrador de la rama judicial, que se complementó con cierto manejo de sus 
recursos a través de la dirección de carrera judicial. 
 
El que acá se presenta parte de una visión de la rama antes y después del 
establecimiento de la carrera judicial, que revisa la regulación constitucional y legal, 
cronológicamente, y en su descripción realza las regulaciones que fueron determinantes 
en la estructura actual en contraste con las regulaciones anteriores.     
  
 
2.1.1 REGULACIÓN CONSTITUCIONAL 
  
Señalan unos de los más connotados compiladores de las constituciones colombianas26, 
que la corte suprema, institución que se encontrará de forma constante en nuestra historia 
constitucional, fue producto de una medida tomada por el libertador Simón Bolívar cuando 
estuvo revestido de facultades omnímodas hacía 1817, para legalizar la sustitución que 
había hecho de las antiguas audiencias por este tribunal, establecido para el ejercicio del 
poder judicial en última instancia. La constitución de Cúcuta la consagra como alta corte 
de justicia compuesta de cinco miembros designados por el congreso  de ternas 
propuesta por el ejecutivo. 
 
Las constituciones que en adelante se expidieron establecen la corte suprema como 
órgano cúspide de la administración de justicia, con algunas modificaciones en sus 
funciones, número de miembros, forma de elección de sus integrantes o requisitos para 
ejercer el cargo. 
 
En la constitución de la república de Colombia de 1830 se crea una alta corte de justicia, 
cortes de apelación en cada uno de los distritos judiciales en los que se ordenaba dividir 
la República y los juzgados que determinase la ley. Los cargos de magistrados y jueces 
eran vitalicios y se requería para ejercer en la alta corte ser colombiano de nacimiento, 
haber cumplido 40 años y haber sido magistrado en corte de apelación; para ser 
magistrado de corte de apelación se necesitaba ser colombiano, abogado no suspenso, 
tener cumplidos 35 años y haber sido juez de primera instancia, auditor por lo menos 3 
años, o ejercido con buen éxito por 6 años la profesión de abogado. Los magistrados de 
la alta corte eran elegidos por el Presidente de ternas propuestas por el senado y los de 
las cortes de apelación de ternas propuestas por las cámaras de distrito.27 
 
                                                 
26
 POMBO, Manuel Antonio y GUERRA, José Joaquín. Constituciones de Colombia, Bogotá, Banco 
Popular, 1986, cuarta edición, estudio preliminar y anexo de Carlos Restrepo Piedrahita, Tomo IV, 
pág. 349 y 350.    
27
 Ídem. Tomo III. Pág.217-219. 
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En la constitución del estado de la Nueva Granada de 1832 la justicia era administrada 
por la corte suprema y demás tribunales y juzgados que estableciera la ley. Se regulaba 
un complejo procedimiento para la escogencia de sus miembros, elegidos por el senado 
de la república de la lista de dos candidatos, por cada cargo, que le formulaba la cámara 
de representantes; la que a su vez escogía los dos candidatos que proponía, de las ternas 
a ella presentadas por el consejo de estado, de las listas que le enviaban las cámaras 
provinciales, cada vez que se presentaba una vacante, que debía publicitarse por la 
imprenta.  
 
Para ocupar el cargo debía ser granadino, mayor de 35 años, magistrado o juez por 
espacio no inferior a 4 años o abogado en ejercicio con buen crédito por espacio no 
inferior a 8 años. Los magistrados del tribunal eran elegidos por el Presidente de acuerdo 
con el consejo de estado y de ternas propuestas por la corte suprema de justicia 
atendiendo las listas enviadas por las cámaras de provincia, requería también ser 
granadino, abogado no suspenso, haber sido juez de primera instancia o asesor por 3 
años o ejercido la abogacía por 4 años con buen crédito, unos y otros tenían un periodo 
de 4 años reelegibles.28       
 
En la constitución  política de la Nueva Granada de 1853, el poder judicial se delega a la 
corte suprema y demás tribunales y juzgados que establezca la ley. Los tres magistrados 
que componían la corte eran electos popularmente para un periodo de 4 años, al igual 
que los magistrados de tribunal y fiscales ante aquellos que se elegían en cada distrito 
judicial. No se señalan requisitos para el ejercicio de los cargos.29   
 
La constitución política para la Confederación Granadina de 1858 atribuye el ejercicio del 
poder judicial al senado, la corte suprema, los tribunales y jueces que establezca la ley, la 
elección estaría en cabeza del ejecutivo30, no señala el texto constitucional requisitos para 
el ejercicio del cargo ni término de desempeño.31  
 
La constitución de los Estados Unidos de Colombia de 1863, atribuye el ejercicio del 
poder judicial al senado, la corte suprema, los tribunales y jueces de los estados; la corte 
suprema integrada por 5 magistrados de distintos Estados, elegidos por el congreso de 
lista de igual número de candidatos a plazas por proveer, presentadas por las legislaturas 
de cada Estado, escogidos los de mayor votación o por la suerte en caso de empate.32  
 
En la constitución de la república de Colombia de 1886, la regulación varió 
sustancialmente, la corte suprema de justicia está compuesta por 7 magistrados que 
ocupaban el cargo de manera vitalicia, aunque podían ser destituidos por mala conducta. 
Se requería ser colombiano de nacimiento mayor de 35 años, haber sido magistrado de 
tribunal superior de distrito o de los antiguos Estados, o ejercido la profesión de abogado 
o profesor en jurisprudencia de algún establecimiento público por 5 años, para ocupar el 
cargo.  
 
                                                 
28
 Ídem. Tomo III. pág. 287-291. 
29
 Ídem. Tomo IV. pág. 19-21. 
30
 Por norma supletiva del vacío constitucional. 
31
 Ídem. Tomo IV. pág. 71-73. 
32
 Ídem. Tomo IV. pág. 150-153. 
 
26 
El Juez de la Jurisdicción Ordinaria 
 
El territorio se dividía en distritos judiciales, para ser magistrado de tribunal superior se 
requería ser ciudadano en ejercicio tener más de 30 años de edad, y haber desempeñado 
por 3 años funciones judiciales, ejercido la abogacía con buen crédito o enseñado 
derecho en un establecimiento público; al igual que la en la corte suprema el cargo era 
vitalicio, pero el magistrado podía ser destituido por falta comprobada mediante sentencia 
judicial.  
 
El nombramiento de los magistrados de la corte suprema y de los tribunales superiores  
correspondía al Presidente de la República, estos últimos, de ternas presentadas por la 
corte suprema de justicia. La primera designación de ambas clases de magistrados 
correspondió al Presidente de la República, sometiéndolos a la aprobación del consejo 
nacional de delegatarios. Señala la constitución la existencia de jueces inferiores cuyo 
número delegaba a la ley, para ser juez se requería ser versado en la ciencia del derecho 
y gozar de buena reputación, requisito último que, curiosamente, el artículo 157 inciso 2º, 
señalaba no indispensable para jueces municipales.  
 
Habilitaba la constitución al legislador para la creación de tribunales de comercio y jurados 
de conciencia para causas criminales y establecer la jurisdicción contenciosa 
administrativa.33 Pronto fueron modificadas algunas de estas reglas, el acto legislativo 
número 1º de 1905 eliminó el carácter vitalicio de los cargos de magistrado de la corte 
suprema y tribunales superiores y estableció un periodo de 5 y 4 años, respectivamente, 
facultó transitoriamente al Presidente para designarlos por primera vez, con aprobación 
del senado.34  
 
El acto legislativo número 3 de 1910, considerado una constitución en pequeño35, porque 
abarca los puntos que, hasta ese entonces, habían sido objeto de reforma y revive en 
parte lo derogado por las reformas anteriores, en lo que toca con la jurisdicción ordinaria, 
reforma la corte suprema que sería integrada por 9 miembros y deja al legislador la 
división de la misma en salas, reitera la duración de los periodos de 5 y 4 años, para los 
magistrados de la corte y el tribunal y su reelección se establece indefinida. 
 
La elección de los magistrados del tribunal, titulares y suplentes, se le atribuye a la corte 
suprema de ternas presentadas por las asambleas departamentales y para las 
interinidades que no puedan llenarse con los suplentes, se atribuye su designación al 
gobierno para los magistrados de la corte y al gobernador para los de los magistrados de 
los tribunales. 
 
El acto legislativo número 1 de 1924, establece que la corte suprema tendrá el número de 
magistrados que señale la ley, no inferior a 9 miembros, y que para su trabajo se dividirá 
en salas de casación civil y criminal y sala de asuntos generales, correspondiendo a la ley 
determinar que asuntos conocerá en cada una de aquellas salas36.  
 
El acto legislativo número 1 de 1936 señala que la rama judicial del poder público la 
constituye la corte suprema de justicia, los tribunales superiores de distrito y demás 
                                                 
33
 Ídem. Tomo IV. pág. 243 a 246.  
34
 Ídem. Tomo IV. pág. 278-279. 
35
 Ídem. Tomo IV. pág. 318. 
36
 RESTREPO, Carlos. Recopilación de Actos Legislativos 1914-1986. Anexo a la obra  
   Constituciones de     Colombia de Pombo y Guerra, Bogotá, Banco Popular, 1986, cuarta edición,   
   tomo V, pág. 20-21.    
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tribunales y jueces que disponga la ley, así mismo, que el senado tendrá algunas 
funciones judiciales.37 
 
El acto legislativo número 1 de 1940 autoriza al legislador para crear la jurisdicción 
especial del trabajo y determinar su organización.38  
 
El acto legislativo número 1 de 1945 establece cambios profundos, deja a la regulación 
legal el número de magistrados, salas y asuntos de competencia de cada una de 
aquellas, fija en 5 años el periodo de los magistrados y su suplente personal y regula que 
su designación la hagan en igual número la cámara y el senado, si fuese impar ese lo 
nombrará la cámara y las interinidades, no cubiertas por el suplente, serán provistas por 
el gobierno.  
 
Como requisitos para ser magistrado de la corte suprema señala el ser colombiano de 
nacimiento y ciudadano en ejercicio, tener más de 35 años, ser abogado titulado y haber 
sido magistrado de la corte suprema en propiedad o de tribunal superior por espacio no 
menor a 4 años, fiscal del tribunal por el mismo espacio o procurador general de la nación 
por 3 años o delegado por 4 años o consejero de estado por el mismo periodo. 
 
Mientras que para ser magistrado de tribunal se exige ser colombiano de nacimiento, 
ciudadano en ejercicio, abogado titulado, tener más de 30 años de edad, y haber 
desempeñado por no menos de 4 años los cargos de magistrado de tribunal de distrito, 
juez superior de circuito, juez especializado o de igual categoría, fiscal del tribunal o de 
juzgado superior o magistrado de tribunal administrativo. Los magistrados de tribunal 
serán elegidos por la corte suprema de justicia entre los ciudadanos que reúnan los 
mencionados requisitos que hayan ejercido allí los cargos mencionados, o sean oriundos 
del respectivo departamento.  
 
Crea además un condicionamiento de orden político al señalar que la corte suprema al 
nombrar magistrados de tribunal, al igual que el presidente al designar los fiscales de 
tribunales y el procurador al nombrar los fiscales de los juzgados, tendrá como base la 
proporción en que estén representados los partidos en la respectiva asamblea 
departamental. 
 
Para ocupar el cargo de juez superior, de circuito, de menores, especializado o de 
instrucción criminal o de igual o superior categoría, se requiere ser colombiano de 
nacimiento y ciudadano en ejercicio, ser abogado titulado y haber desempeñado por lo 
menos un año el cargo de juez de circuito o juez municipal. Los jueces serían elegidos por 
el tribunal superior respectivo para periodos de 2 años. Para ser juez municipal se 
requiere ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio y abogado titulado; los 
jueces municipales serían elegidos por el tribunal superior respectivo para periodos de 2 
años, facultaba la constitución al legislador para agrupar poblaciones bajo la competencia 
de un mismo juez municipal.  
 
Por primera vez se señala en norma constitucional39 el mandato al legislador de 
establecer la carrera judicial40 y reglamentar los sistemas de concurso para los cargos 
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 Ídem. Tomo V. pág. 36. 
38
 Ídem. Tomo V. pág. 46 
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judiciales y del ministerio público, prohibiéndoles ser miembros activos de partidos 
políticos e intervenir en debates electorales, distinto al ejercicio del sufragio, y dispone 
que sólo podrán ser inscritos como abogados los que obtengan un título profesional, los 
únicos que, por regla general, habilita para el ejercicio de la profesión.41  
El acto legislativo número 1 de 1947 modifica los requisitos para ocupar el cargo de 
magistrado de la corte suprema de justicia, a más de ser colombiano de nacimiento y 
ciudadano en ejercicio, tener más de 35 años, ser abogado titulado y haber sido 
magistrado de la corte suprema en propiedad o de tribunal superior por espacio no menor 
a 4 años, fiscal del tribunal por el mismo espacio o procurador general de la nación por 3 
años o delegado por 4 años o consejero de estado por el mismo periodo; agrega el haber 
ejercido con buen crédito por espacio de 10 años cuando menos la profesión de abogado, 
o el profesorado en jurisprudencia en algún establecimiento público. 
 
Asimismo, los requisitos para el ejercicio del cargo de magistrado de tribunal, agregando a 
los existentes ser colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio, abogado titulado, 
tener más de 30 años de edad, y haber desempeñado por no menos de 4 años los cargos 
de magistrado de tribunal de distrito, juez superior de circuito, juez especializado o de 
igual categoría, fiscal del tribunal o de juzgado superior o magistrado de tribunal 
administrativo; el haber ejercido con buen crédito por espacio de 5 años cuando menos la 
profesión de abogado, o enseñado derecho en establecimiento público por igual lapso de 
tiempo.42  
 
En el decreto legislativo número 0247 de 1957, sobre plebiscito para una reforma 
constitucional, a más de la vigencia de la constitución política de 1886 con las reformas 
introducidas hasta el acto legislativo número 1 de 1947, señala que la corte suprema 
tendría el número de magistrados que determinara la ley y sus cargos estarían 
distribuidos entre los partidos políticos en la misma proporción como estén representados 
en las cámaras legislativas, 50% para cada uno de los partidos liberal y conservador. Se 
restituye  el carácter de inamovible al cargo de magistrado de la corte, salvo destitución 
por causa legal o jubilación.43La paridad política que se pacta para los partidos y su 
alternación en el ejercicio del poder, se prevé rige hasta el año 1968.   
 
En el decreto legislativo número 0251 de octubre 9 de 1957, modificó la reglamentación 
anterior y dispuso que la corte suprema y el consejo de estado serían paritarios; sus 
magistrados permanecerían en sus cargos mientras observen buena conducta y no hayan 
llegado a la edad de retiro forzoso, las vacantes serán llenadas por la misma corporación; 
dejando a la ley la reglamentación de dicha disposición y la organización de la carrera 
judicial.44 
 
                                                                                                                                                    
39
 Artículo 155 “La ley establecerá la carrera judicial y reglamentará los sistemas de concursos para 
la selección de los candidatos que hayan de desempeñar los cargos jurisdiccionales y los del 
ministerio público”. 
40
Reforma que algunos observan buscaba deslindar la administración de justicia de la política y 
que será del todo abandonada al pactarse el frente nacional. Nemogá obra citada. 
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Con el acto legislativo número 1 de 1959  se estableció la alternancia en la Presidencia de 
los partidos conservador y liberal, por 3 periodos constitucionales, y prolongó hasta el año 
1974, esto es por todo el tiempo de vigencia de la alternancia en la Presidencia, la regla 
que determinaba la paridad en las cámaras legislativas entre los mismos partidos, que 
como se vio incidía directamente en la justicia.45 
 
El acto legislativo número 1 de 1968 prorrogó la paridad política en la administración, en 
los cargos que no fuesen de carrera administrativa, que señaló regiría hasta el día 7 de 
agosto de 1978; mientras que reiteró la paridad política en la corte suprema de justicia y el 
consejo de estado de forma indefinida; creó además en la corte suprema de justicia la 
sala constitucional, cuyo número inicial de 4 miembros dispone sea elegida por la propia 
corporación.46  
 
Dos intentos de reforma constitucional que tocaban la administración de justicia acto 
legislativo 2 de 1977 y acto legislativo número 1 de 1979, que creaba el consejo superior 
de la judicatura, fueron fallidos al ser declaradas inconstitucionales por la corte suprema 
de justicia en sentencias de mayo 5 de 1978 y noviembre 3 de 1980, respectivamente. 
 
En resumidas cuentas podríamos precisar que para el momento de la expedición de la 
constitución de 1991, en la reglamentación constitucional de la justicia ordinaria 
encontrábamos la existencia de una corte suprema de justicia, con número de miembros y 
salas sujetas a la regulación legal, de conformación paritaria liberal- conservadora, 
designación por cooptación y vitalicia; como requisitos para ocupar el cargo, ser 
colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio, tener más de 35 años, abogado 
titulado y haber sido magistrado de la corte suprema en propiedad o de tribunal superior 
por espacio no menor a 4 años, fiscal del tribunal por el mismo espacio o procurador 
general de la nación por 3 años o delegado por 4 años o consejero de estado por el 
mismo periodo o haber ejercido con buen crédito por espacio de 10 años cuando menos 
la profesión de abogado, o el profesorado en jurisprudencia. 
 
La República dividida en distritos judiciales y en ellos operando los tribunales superiores, 
que no podían ser divididos en categorías; para ser magistrado de tribunal se requería ser 
colombiano de nacimiento, ciudadano en ejercicio, abogado titulado, tener más de 30 
años de edad, y haber desempeñado por no menos de 4 años los cargos de magistrado 
de tribunal de distrito, juez superior de circuito, juez especializado o de igual categoría, 
fiscal del tribunal o de juzgado superior o magistrado de tribunal administrativo; el haber 
ejercido con buen crédito por espacio de 5 años cuando menos la profesión de abogado, 
o enseñado derecho en establecimiento público por igual lapso de tiempo; su designación 
la hace la corte suprema para periodos de 4 años. 
 
La existencia de  juez superior, de circuito, de menores, especializado o de instrucción 
criminal o de igual o superior categoría, para cuyo ejercicio se requiere ser colombiano de 
nacimiento y ciudadano en ejercicio, ser abogado titulado y haber desempeñado por lo 
menos un año el cargo de juez de circuito o juez municipal. Los jueces elegidos por el 
tribunal superior respectivo para periodos de 2 años. Para ser juez municipal se requiere 
ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio y abogado titulado; jueces 
disciplinados por el tribunal y magistrados de tribunal por la corte suprema. Prevención 
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constitucional de que la ley reglamente la carrera judicial para el desempeño de cargos en 
la rama jurisdiccional y el ministerio público.   
 
A esta situación de jueces y magistrados de tribunales superiores sometidos en el 
ejercicio de su cargo a unos periodos determinados de 4 y 2 años respectivamente, 
elegidos por sus superiores tribunal y corte suprema, sin limitante distinto al respeto de la 
paridad política, que por mandato constitucional regía para los magistrados de la corte 
suprema de justicia; se sumaba la prevista existencia de una carrera judicial47en la 
reforma constitucional con muy poco  desarrollo. 
 
 
2.1.2. LA REGULACIÓN LEGAL 
 
Al panorama de regulación constitucional, que sólo consagra la implementación de la 
carrera judicial en el acto legislativo número 1 de 1945, reiterado en la reforma 
constitucional de 1957, se agrega primero la ausencia de desarrollo legal del mandato 
constitucional y luego un desinterés político de aplicar lo reglamentado.  
 
Situación que sumada a la existencia de nombramiento vitalicio para magistrados de la 
corte suprema y periodos constitucionales para el ejercicio del cargo de magistrados 
tribunales y jueces48, que se antojaba de alguna forma poco compatible con el sistema de 
carrera judicial, explica el surgimiento de una particular relación de interdependencia para 
la provisión de cargos de magistrados de tribunal superior, jueces y empleados, que se 
recogerá en norma legal y perdurará por muchos lustros.  
 
Cada cuatro años los magistrados de tribunal y cada dos años los jueces, veían vencer 
sus periodos constitucionales y aun cuando eran reelegibles indefinidamente, su 
permanencia o ascenso no dependía del nivel de su trabajo, rendimiento o calificación, 
pues por falta de regulación legal, eran otros los factores que entraban en juego. 
 
Similar o peor situación vivían los empleados de los despacho judiciales, que carecían de 
toda estabilidad, su continuidad dependía de tal forma del juez que los designaba que, por 
muchos años, hizo carrera un ligamen de aquellos a su juez mentor, que conllevaba que 
si aquél no era reelegido o era nombrado en otro despacho, su situación determinaba 
también la suerte laboral de sus empleados. 
 
Esas dependencias personales vinieron a formar unas relaciones de sumisión que en 
alguna manera explica ese cada vez más abandonado, pero aún existente, servilismo 
voluntario de empleados a sus superiores y de funcionarios con sus nominadores, en la 
rama judicial. Como se dejó expuesto, la ausencia de carrera al interior de la rama y, con 
ello, la discrecionalidad en la provisión de sus cargos, la hizo presa del reparto burocrático 
que, por disposición legal, vino a darse entre liberales y conservadores desde el decreto 
legislativo 247 de 1957, el acto legislativo número 1 de 1959 y el acto legislativo número 1 
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 DEVIS Hernando. Compendio de derecho procesal. Bogotá, Editorial ABC, 1976, Quinta edición, 
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de 1968; lo que conllevó que la misma obligara en la designación de  jueces49 y 
magistrados en todo el país, y se mantuviese hasta cuando se hicieron efectivas las 
primeras designaciones por concurso de méritos. 
 
Aunque no hay norma que hoy día la justifique, todo parece indicar que se mantiene, en 
entes electos por cooptación compartida, por lo menos en el consejo de estado, según lo 




2.3. LOS PRIMEROS INTENTOS DE REGLAMENTACIÓN 
DE LA CARRERA JUDICIAL 
 
 
En 1958, el ministro de justicia de la época51 presentó al congreso un proyecto de ley por 
el cual “se reglamentaba el artículo 12 de la reforma constitucional de 1957, se organiza la 
carrera judicial y se dictan otras disposiciones”, para ello se había conformado una 
comisión de la que fueron miembros, entre otros, Domingo Sarasty exmagistrado de la 
corte suprema y procurador general de la nación, los magistrados de la corte suprema 
Alfredo Cock Arango y Héctor Martínez Guerra, los consejeros de estado Guillermo 
Gonzales Charry e Ignacio Gómez Pozzo y por el ministerio de justicia Darío Echandía y 
Hernando Carrizosa Pardo. 
 
El proyecto contemplaba como propósito de la carrera judicial “...la mayor eficacia en la 
administración de justicia mediante la independencia y el mejoramiento científico, 
económico, social y moral de los funcionarios que a ella pertenecen.”, definiéndola como 
“Un sistema de grados y jerarquías para el desempeño de los cargos en la rama 
jurisdiccional o del ministerio público, los cuales deben ser provistos mediante concurso 
riguroso, con personas que demuestren las más altas calidades morales, intelectuales, 
técnicas, y científicas dentro de su respectiva especialización”. 
 
Se preveía la carrera para todos los grados del escalafón que allí se señalaban y que 
iniciaban en el juez municipal de lugar no cabecera de circuito ni distrito, y terminaba en el 
cargo de magistrado de la corte suprema de justicia, consejo de estado y procurador 
general de la nación, grado 9° de la escala.  
 
El funcionario designado en carrera tenía, entre otros, derecho a permanecer en el cargo 
para el que fue nombrado mientras observara una conducta intachable y no incurriere en 
falta que conllevase la imposición de una sanción o pena. Asimismo, a ser ascendido al 
cargo del grado inmediatamente superior del escalafón ya en propiedad o interinidad, 
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cuando haya demostrado tener las calidades y cumplir los requisitos constitucionales y los 
señalados en esa misma ley.52  
 
El ambicioso proyecto fracasó en su trámite legislativo por falta de apoyo del gobierno que 
lo abandonó a su suerte, y en el congreso por considerarle poco atractivo para la 
contienda electoral, no surtió el trámite necesario para ser ley.  
 
Se dictó el decreto 1356 de 1964 que creó juzgados de plena competencia y tribunales 
superiores para pequeñas porciones del territorio nacional, en un intento por 
descentralizar el servicio así tuvieron, aunque por muy corto tiempo tribunal superior, en 
Antioquía: Andes, Yolombó, Yarumal, Rionegro y Antioquía. En Bolívar: Cartagena, 
Sincelejo y Maganjé. En Valle: Cali, Cartago, Buga, Palmira y Tuluá. En Cundinamarca, 
según decreto 1701 de 1964, Bogotá, Girardot, Fusagasugá, Zipaquirá, Facatativá, 
Gachetá y Cáqueza. Pero el sistema tuvo grandes detractores que calificaron de 
tribunalitos a aquellas corporaciones y el experimento fracasó53.   
 
La primera reglamentación de la carrera judicial, entendida como el mecanismo que 
permite el ingreso, ascenso y permanencia de los funcionarios y empleados de la rama 
judicial con base en el mérito y su desempeño en el cargo, vino a darse en el año  1964, 
el Presidente de la República, facultado por la ley 27 de 196354 para reorganizar la rama 
jurisdiccional del poder público y el ministerio público, y ello incluía organizar la carrera 




2.3.1 EL DECRETO 1698 DE 196455 
 
Fue en su momento vista su expedición como mecanismo para poner fin a la incidencia 
que los políticos tenían en la toma de decisiones en la administración de justicia, a partir 
del lastre que se consideraba la participación de aquellos en la designación  de sus 
miembros56; señalaba el mérito y la idoneidad como únicos criterios a considerar en la 
selección de los funcionarios, ascender en el escalafón por rigurosa calificación de los 
concursos y no ser trasladados, ni removidos, ni sancionados, sino por justa causa 
comprobada en proceso. 
 
El concurso sería organizado por el ministerio de justicia, encargado de llevar las hojas de 
vida de los funcionarios anotando en ellas las inscripciones, ascensos, suspensiones y  
cancelaciones en el escalafón; tendría como organismo consultivo un consejo superior de 
la administración de justicia, integrado por los presidentes del consejo de estado, corte 
suprema, el procurador general de la nación, el decano de la facultad de derecho de la 
universidad nacional; un decano de una universidad privada escogido por la asociación 
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colombiana de universidades y dos abogados litigantes de diferente filiación política, 
elegidos por el Presidente. 
 
Al igual que el fallido proyecto de ley inicial, el decreto en cuestión preveía el concurso 
para el ingreso desde los cargos de magistrado de la corte suprema, el consejo de 
estado, de los tribunales superiores de distrito judicial, tribunales de lo contencioso 
administrativo, tribunal de aduanas y jueces.  
 
Señala como factores a considerar en el concurso: Los méritos universitarios, 
calificaciones de la carrera y exámenes preparatorios, distinciones y premios 
universitarios, especializaciones y cursos de profundización, desempeño en la cátedra de 
jurisprudencia, antigüedad y crédito en el ejercicio de la abogacía, experiencia judicial 
(antigüedad, continuidad, consagración, eficiencia y rendimiento en el desempeño del 
cargo anterior) y la obra científica de los participantes. Los exámenes orales y escritos se 
regulaban como mecanismo para solucionar empates en cargos de nivel inferior. 
 
Las designaciones se harían para el periodo constitucional, en estricto orden descendente 
de los resultados de la sumatoria de los puntajes asignados a cada uno de los factores 
evaluables, que deberían venir claramente precisados en la convocatoria; salvo que se 
hiciera necesario alterar el orden para conservar la paridad política. 
 
La reglamentación legal nunca se aplicó, por falta de voluntad política y el hecho de que el 
allí creado consejo superior de la administración de justicia, fuese solamente un órgano 
consultivo del gobierno y no ejecutor de la reglamentación57. 
 
Sin embargo, varias de sus disposiciones se sometieron a control de la corte suprema de 
justicia, encargada entonces de la guarda de la constitución, se declaró inexequible su 
artículo 7 que equiparaba los juzgados municipales de plena competencia, con los 
juzgados civiles del circuito, para efectos de reunir el requisito de 4 años de ejercicio para 
aspirar al cargo de magistrado, señalado en el entonces artículo 155 de la carta, tras su 
reforma de 1947; pues con ello el legislador eliminaba sin estar facultado para ello, las 
categorías específicas de juzgados señaladas en los artículos 155, 157 y 158 de la 
Carta58. Se declaró en otras decisiones, no relacionadas directamente con la carrera, 
contrarios a la misma los artículos 56, 57 y exequible su artículo 29.59 
 
 
2.3.2 DECRETO 250 DE 197060 
 
Por el cual se establece el estatuto de la carrera judicial y del ministerio público, expedido 
por el Presidente de la República en uso de la facultades conferidas por el congreso en el 
artículo 20 de la ley 16 de 1968 y atendiendo el concepto de la comisión asesora 
designada con dicho propósito61, fue un nueva regulación del concurso de méritos. 
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Se reglamentaba la carrera judicial con el propósito de lograr una selección rigurosa de 
funcionarios y empleados basada en los méritos personales y la igualdad de 
oportunidades, que estimulara el ingreso de los más aptos su permanencia y superación; 
señalando que no serían provistos por el sistema de carrera los cargos de magistrados de 
la corte suprema, consejo de estado y tribunal disciplinario.  
 
La carrera sería administrada por el consejo superior de administración de justicia, 
organismo integrado por el ministro de justicia que lo presidía, los presidentes de la corte 
suprema, consejo de estado y del tribunal disciplinario, el procurador general de la nación, 
un empleado y un funcionario de carrera; el concurso se regulaba para el ingreso y 
ascenso dentro de ella e ingreso al servicio. 
 
Eran factores de análisis y evaluación en él, la experiencia y rendimiento en las 
actividades precedentes, capacidad demostrada con relación a la carrera y el cargo para 
el que se realiza el concurso, calificación recibida por conducta, organización, rendimiento 
y calidad en el trabajo en el ejercicio de cargos públicos, estudios de posgrados en 
general y especialmente los relacionados con la administración de justicia, cursos de 
capacitación especializada para la judicatura y el foro en establecimientos oficialmente 
reconocidos y sobre programas ceñidos a los planes del consejo superior; el ejercicio de 
la cátedra preferentemente universitaria y con relación a la administración de justicia el 
cargo y especialidad, obras de investigación científica o divulgación doctrinaria, la 
antigüedad y permanencia en el servicio y en la especialidad, los resultados obtenidos en 
los concursos anteriores, entrevistas personales y, según las circunstancias, exámenes 
orales o escritos o combinados, sobre conocimientos generales de derecho en la 
especialidad y de técnica judicial.        
 
El decreto señalaba, sin ninguna explicación, que serían de libre designación, de la corte 
suprema y el consejo de estado y sin subordinación al concurso, la cuarta parte de los 
cargos de magistrados de cada distrito judicial; y de los tribunales superiores y de 
aduanas, la cuarta parte de los jueces, guardando la proporción en ello en, especialidad, 
grados de escalafón y divisiones territoriales.  
 
Y que mientras se organizan y practican los concursos, los magistrados de los tribunales 
serían designados por la corte suprema, los de la corte por cooptación de sus propios 
miembros, los jueces por los tribunales y los empleados por sus respectivos superiores, 
con prescindencia del concurso.62 
 
Dividió los servidores judiciales, clasificación que aún se mantiene, denominando 
funcionarios a los magistrados de las diferentes corporaciones y jueces en sus diferentes 
categorías y empleados a los demás servidores judiciales de las corporaciones y 
juzgados; los funcionarios y empleados podrían ser del servicio o de carrera y ocupar los 
cargos en propiedad, interinidad (equivalente a la provisionalidad) y encargo.    
 
En interinidad se nombraría en caso de declararse desierto el concurso y mientras se 
hacía la designación en propiedad; y se señalaba para ello un orden63 de prelación para 
así designar cuando no se pudiere proveer en propiedad y siempre y cuando se reunieran 
los requisitos para ocupar el cargo así: Los funcionarios de carrera de grado 
                                                 
62
 Ídem. Tomo III. Pág. 45-50. 
63
 Artículo 8° Decreto 250 de 1970.  
35 
Capítulo Segundo: Una  explicación del perfil encontrado 
inmediatamente anterior; los funcionarios de servicio de ese mismo grado; los 
funcionarios de carrera de grados inferiores; funcionarios de servicio de esos mismos 
grados y por último las personas extrañas a la carrera y el servicio; asimismo señaló que 
idéntico orden habría de seguirse para designar en provisionalidad cuando debiéndose 
nombrar en propiedad no se hubiere realizado el concurso o se hubiere agotado la lista; 
por último, que sólo a falta de candidatos idóneos podría designarse en interinidad a quien 
careciere de requisitos legales. 
 
Necesaria era la confirmación del concursante nombrado en propiedad, previa 
acreditación de los requisitos exigidos para ocupar el cargo; desde entonces se reguló 
que, mediando causa justificada, los magistrados en general tendrían derecho hasta 5 
días de permiso al mes y los jueces y empleados hasta 3 días. 
 
Para ingresar a la carrera judicial el estatuto exigía64 estar ejerciendo el cargo en 
propiedad o haberlo ejercido por espacio no inferior a 3 años y haber aprobado el 
concurso de ingreso; teniendo doble valor el tiempo laborado en territorios nacionales o 
círculos municipales65. 
 
La reforma fue inocua porque nunca se convocó al consejo superior de la administración 
de justicia para que realizara los reseñados concursos, siguió con ello imperando la 
discrecionalidad en la designación de funcionarios y empleados en la rama, a punto tal 
que en los tribunales superiores se llegó incluso a repartir entre los magistrados a modo 
de pequeños feudos, los despachos de jueces superiores, del circuito, de instrucción y 
municipales, de tal manera que la designación dependía exclusivamente de la voluntad de 
un magistrado y el acto de elección era simplemente formal66; el decreto derogó 
expresamente las normas de carrera  títulos 1°, y el título 2° y el artículo 76 del título 3° 
del decreto 1698 de 1964.  
 
El artículo 16 numeral 8° prohibía designar en la rama o el ministerio público a “personas 
respecto de las cuales existiera convicción moral de que no observan una vida pública y 
privada compatible con la dignidad del cargo”,  prohibición conocida como reserva moral, 
que la corte suprema declaró exequible, tras considerar que ella no implicaba el ejercicio 
de ningún poder discrecional; expuso que “su motivación no excluía el que se allegara 
prueba de los hechos pertinentes a la estimación de una conducta personal ni se 
observen las formalidades necesarias, ni se prescinda de oír al posible perjudicado, 
requisitos mínimos exigidos por la carta para tomar medidas contra una persona. La 
aplicación del numeral 8° del artículo 16 del decreto 250 de 1970, supone el cumplimiento 
de tales condiciones”67. 
 
La misma sentencia al pronunciarse sobre el reclamo que por violación al artículo 162 de 
la Carta que regula “La ley establecerá la carrera judicial y reglamentará los sistemas de 
concurso para la selección de los candidatos que hayan de desempeñar los cargos 
judiciales y los del ministerio público”, por las disposiciones del decreto que señalan que 
existían cargos de libre nombramiento y remoción y que en igual condición se designaría, 
cuando no se hubiere convocado a concurso o se hubiere agotado la lista de elegibles 
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(art.5 y 62); y que se reservaban para tal forma de designación una cuarta parte de los 
jueces y magistrados (art. 71); consideró inepta la demanda y que ello le impedía 
pronunciarse, pues el artículo 20 de la ley 16 de 1968 que otorgó las facultades al 
gobierno para expedir el decreto, señalaba que debía allí diferenciarse los cargos que se 
proveerían en carrera y en libre nombramiento y remoción, por lo que las normas 
demandadas eran desarrollo de la misma y era doctrina reiterada de la corte que no podrá 
resolverse de fondo el asunto, en casos como el estudiado, sino se había demandado 
también la ley de facultades, y ello no acontecía allí. 
 
Muchas otras de sus normas resistieron los ataques de inconstitucionalidad que se les 
formularon68, pero no los artículos 109 y 116 a 119, en cuanto atribuían a la corte 
suprema el conocimiento de los recursos de apelación interpuestos contra las sentencias 
sancionatorias por falta disciplinaria  que atribuían a los jueces, pues no era la corte sino 




2.3.3. EL DECRETO 1265 DE 197069  
 
Estatuto orgánico de la administración de justicia, contiene reglas de organización judicial 
para el funcionamiento de la corte suprema y tribunales; sin ser un estatuto  de carrera el 
decreto el decreto 2284 de 197670 viene a convertir en norma legal la práctica burocrática 
en la rama al señalar que, salvo en la corte suprema de justicia y el consejo de estado, 
vencido el periodo constitucional del funcionario terminaba la estabilidad laboral de sus 
empleados, pero que no podrían ellos separarse del cargo hasta tanto no se les nombrara 
reemplazo; debía el funcionario designado nombrar sus subalternos quienes tendrían 
estabilidad por el respectivo periodo; sólo en el evento de que pasados 90 días desde la 
posesión del nuevo funcionario este no hiciera la designación respectiva, los anteriores 
adquirían derecho a su estabilidad por el nuevo periodo. 
 
 
2.3.4. DECRETO 1660 DE 197871  
 
Fue reglamentario, entre otras normas, del decreto 250 de 1970, y refiere a la 
administración del personal de la rama judicial, ministerio público y las direcciones de 
administración judicial; tras reiterar la diferenciación entre funcionarios y empleados y 
señalar los requisitos para el ejercicio de los cargos, establece la fecha de inicio de los 
periodos para los que eran designados unos y otros en la jurisdicción ordinaria,  que repite 
es de 4 años para magistrados de tribunal que iniciarían el día 1° de agosto de 1978,  y de 
2 años para los jueces que iniciarían el día 1 de septiembre  de 1976 para unos y el 1° de 
septiembre de 1977 para otros.  
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 Artículos 35 y 37 categoría o escalafón de los cargos. Sentencia de julio 19  de 1972. Artículo 16 
numeral 6 y artículo 39. Sentencia de enero 21 de 1971.  
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Publicado en el diario oficial del 5 de agosto de 1970. 
70
 Publicado en el diario oficial 34684 del lunes 29 de noviembre de 1976. 
71
 Publicado en el diario oficial de agosto 4 de 1978. 
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Repitió en gran medida toda la regulación que sobre régimen prestacional y disciplinario 
de la rama estaban ya establecidas; frente a las normas de carrera itera que el concurso 
debería ser convocado por el consejo superior de administración de justicia, la 
convocatoria publicada en la gaceta del foro y/o el diario oficial; la exclusión del concurso 
de méritos, para dejar de libre nombramiento y remoción de los nominadores, una cuarta 
parte de los cargos de magistrados de tribunal y jueces por proveer; los factores llamados 
a ser evaluados para efectos del concurso, clases de designación en la rama y forma de 
llenar sus interinidades. 
 
La ley 52 de diciembre 28  de 198472 marcará la expedición de una gran reforma a la 
justicia, al otorgar facultades al ejecutivo para dictar un nuevo código de procedimiento 
penal; crear un departamento de política criminal dependiente del ministerio de justicia; 
revisar, reformar y poner en funcionamiento el estatuto de la carrera judicial; revisar y 
reestructurar la división de medicina legal; reglamentar exigencias y requisitos para 
ocupar cargos de policía en materia penal.     
 
En desarrollo de dicha ley de facultades se empiezan a tomar medidas que contribuirán 
con la puesta en marcha de las normas de carrera judicial; así, con el decreto 2464 de 
agosto 30 de 1985 se establece que los nombramientos que hicieren los jueces 
designados en propiedad dentro de los 90 días siguientes a su posesión, tendrán el 
carácter de provisionales hasta el 30 de abril de 1986, y que hasta ese momento los 
empleados nombrados deberán solicitar su inscripción en carrera judicial, previo el 
cumplimiento de los requisitos legales.    
 
 
2.3.5. EL DECRETO 1190 DE 198673  
 
Expedido en ejercicio de las facultades conferidas por la ley 52  de 1984, viene a regular 
el ingreso a la carrera de los empleados de los juzgados a los que el decreto 2464 de 
1985 les había impuesto inscribirse en carrera, señalando que se haría, previa evaluación 
de sus méritos, conocimientos, experiencia, conducta y eficiencia, según lo allí señalado; 
y establece los requisitos que deben cumplirse para ocupar los diferentes cargos de 
empleado y las equivalencias entre años de experiencia en la rama y formación educativa, 
para los que no cumplieran la exigencia académica. 
 
El aceptar o rechazar la solicitud de inscripción en carrera, era labor dejada en manos de 
la división de asistencia a la rama judicial del ministerio de justicia; debiéndose acreditar  
que se reunían los requisitos para el ejercicio del cargo; un certificado de buena conducta 
y eficiencia en su desempeño, que debería expedirle el juez dentro de los 5 días 
siguientes a su solicitud; certificado de antecedentes judiciales y de antecedentes 
disciplinarios, vendría la orden de inscripción y con ello la estabilidad, del derecho a ser 
promovido a empleos superiores y no ser removido sino por causas legales y previo 
proceso.  
 
El decreto 1768 de 1986 en desarrollo de las mismas facultades legales, establece la 
clasificación de los cargos de las altas corporaciones, tribunales y juzgados, señala los 
requisitos para ocuparlos, las equivalencias entre años de experiencia en el cargo y años 
                                                 
72
 Publicada en el diario oficial 36830 de enero 14 de 1985. 
73
 Publicado en el diario oficial de abril 15 de 1986. 
38 
El Juez de la Jurisdicción Ordinaria 
 
de estudios realizados y dispone que cuando se exija título de abogado o aprobación de 
estudios en derecho y no exista en el lugar facultades de derecho, aquél se podrá 
homologar por título o aprobación de estudios en educación superior en ciencias sociales 
o económicas en instituciones debidamente reconocidas. 
 
 
2.3.6. DECRETO 2400 DE JULIO 29 DE 1986 
 
 
Expedido en uso de las mismas facultades legales con el propósito de revisar, reformar y 
poner en funcionamiento el estatuto de la carrera judicial; oído el concepto de la comisión  
asesora creada en el artículo 3 de la ley 52 de 1984. 
 
Impone como regla general que todo empleo de la rama es de carrera y debe ser provisto 
por el sistema del méritos, con excepción de los cargos de magistrado de la corte 
suprema, consejo de estado, tribunal disciplinario, director nacional y seccional de 
instrucción criminal, visitador nacional de instrucción criminal, auxiliar de magistrado, 
abogado asistente y chofer. 
 
Diferencia en el ingreso a la carrera de empleados y funcionarios, regulando que se 
designará a los empleados en periodo de prueba, de dos a cuatro meses, y en propiedad 
si se trata de funcionarios. Asigna al consejo superior de la escuela judicial que en el 
mismo se establece, con la asesoría del consejo superior de administración de justicia, el 
manejo del sistema de carrera judicial y a las autoridades nominadoras el deber de 
solicitarle a aquél constancia de que para el cargo vacante, que se va a proveer en 
provisionalidad, no existe lista de elegibles vigente. 
 
Dispone que el ingreso a la carrera se hará siempre a través del concurso, debiendo los 
participantes acreditar sus méritos y conocimientos a través de exámenes, comprobación 
de títulos y experiencia; y la promoción en carrera mediante concurso de ascenso, curso 
concurso, calificación de servicios y experiencia por antigüedad en la administración de 
justicia, según la ponderación que a dichos factores le atribuyera la escuela judicial, 
atendiendo el escalafón de carrera y los reglamentos que para el efecto se expidan.      
 
El proceso de selección se diseña en tres etapas, el reclutamiento o invitación a participar 
a través de una convocatoria elaborada por la escuela, norma reguladora de todo el 
concurso  de observancia obligatoria, el concurso y el periodo de prueba para los 
empleados. El concurso diseñado por la escuela judicial podría consistir en análisis e 
antecedentes, la realización de pruebas escritas, orales o de ejecución, entrevistas, 
cursos de capacitación, o en general, de cualquier otro medio que permitiese apreciar las 
calidades de los participantes, evaluando factores como sus conocimientos, formación 
profesional, aptitud y experiencia; prohibiéndose que el único factor a evaluar fuese la 
entrevista. 
 
Las pruebas deberían ser objetivas, elaboradas, aplicadas y calificadas por la unidad 
responsable del proceso de selección de la escuela judicial, con asesoría del 
departamento administrativo del servicio civil, cuando se estimara necesario. 
 
Culminado el proceso de selección debería elaborarse una lista de elegibles que se 
suministraría a las autoridades nominadoras cuando deban proveerse vacantes, 
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imponiéndose a la escuela el deber de realizar concursos de forma permanente, de 
manera tal que siempre se mantuviese una lista de elegibles vigente, atendiendo que 
aquella sólo tendría dos años de vigencia a partir de su conformación. 
 
La designación en propiedad de los funcionarios de la rama se haría por las 
corporaciones competentes de las listas a ellos remitidas por el consejo superior de la 
escuela judicial, en riguroso orden de mérito, entre quienes ocupen los primeros cinco 
puestos, conforme los concursos realizados para el efecto. Pero, la lista para la 
designación de magistrado de tribunal debería considerar que el candidato hubiera 
desempeñado cargos en el respectivo departamento o fuese oriundo de él.    
 
El nombramiento requería de las dos terceras partes de los integrantes de la corporación 
si el órgano elector era la corte o el consejo de estado y de un quórum equivalente a las 
dos terceras partes de los miembros del tribunal, pero de la votación de por lo menos la 
mitad más uno de los magistrados asistentes, si era esa la corporación nominadora; la 
votación debería ser pública y se prohibía el voto en blanco.  
 
El funcionario así escogido tendría derecho a ser nuevamente designado al vencer el 
periodo en propiedad, siempre que en el periodo respectivo no hubiese recibido 
calificaciones insatisfactorias o sanciones disciplinarias, conforme a la reglamentación que 
habría de expedirse.   
 
Se reseñaba el escalafón u orden de importancia de los cargos de jueces y empleados de 
carrera y preveía la posibilidad de la provisión de vacancias definitivas de cargos por 
traslado de empleados que se desempeñen en cargos afines y de requisitos similares.  
 
Asimismo, se regulaba, con atribución a la respectiva autoridad nominadora del 
funcionario o empleado, la calificación de servicios de unos y otros, que comprendería 
rendimiento, calidad del trabajo, conducta y comportamiento, a fin de determinar su 
permanencia en el cargo y escalafón en carrera, fijar su participación en cursos de 
ascenso, participar en programas de adiestramiento y perfeccionamiento, el otorgamiento 
de becas o estímulos y participar en programas de bienestar social.  
 
El consejo superior de la escuela judicial estaría integrado por el ministro de justicia o su 
delegado que lo presidiría, los presidentes de la corte suprema, consejo de estado y 
tribunal disciplinario o sus delegados, el procurador general de la nación, jefe del 
departamento administrativo del servicio civil, director de la escuela superior de 
administración pública, director del ICFES, o los delegados de estos funcionarios; un 
representante de los funcionarios y uno de los empleados de la rama judicial y el director 
de la escuela judicial que tendría voz pero no voto en sus deliberaciones.  
 
El proceso de inscripción de los empleados en carrera judicial se reiteraba en la 
regulación de los acuerdos 2464 de 1985 y 1190 de 1986, con las equivalencias de 
experiencia por estudios, para los eventos de que los empleados no cumpliesen el 
requisito académico. 
 
Pero reguló el decreto que los entonces jueces y magistrados de distrito judicial, de 
aduanas y de tribunal contencioso administrativo, podrían solicitar su inscripción en 
carrera judicial, debiendo acreditar los requisitos necesarios para ocupar el cargo, 
experiencia en la rama judicial no inferior a cuatro años para los jueces y ocho años para 
los magistrados, certificado de antecedentes disciplinarios y pasado judicial; remitiéndose 
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la solicitud, dentro de los 3 meses siguientes a la expedición del decreto, a la división de 
asistencia a la rama judicial del ministerio de justicia. 
 
El ministerio decidiría si aceptaba o no la inscripción de los funcionarios considerando 
además los informes que emitan entidades públicas o asociaciones de abogados; y de 
existir alguna investigación disciplinaria el trámite se podría suspender hasta que la 
investigación terminara.  
 
No se inscribiría al funcionario que hubiere sido destituido o suspendido por una vez por 
treinta días o más, o dos veces que sumadas sean mayores a treinta días, o tres 
sanciones cualquiera que sea su naturaleza.  
 
Contra la resolución de la solicitud de inscripción sólo procedería el recurso de reposición 
y el inscrito gozaría de estabilidad y del derecho a ser promovido y no removido sino por 
causa legal y con agotamiento de un debido proceso.    
 
 
2.3.7 DECRETO 052 DE ENERO 13 DE 198774 
 
 
Por el cual se revisa, reforma y pone en funcionamiento el estatuto de la carrera judicial; 
expedido por el Presidente de la República en uso de las facultades especiales expedidas 
por el artículo 1° ordinal 3° de la ley 52 de 1984 y previo concepto de la comisión asesora 
creada en dicha ley. 
 
De la reglamentación decía el ministro de justicia75, que subsanaba los defectos de 
inconstitucionalidad que se formulaban contra el estatuto anterior, siendo su mayor logro 
el acceso a los cargos por el sistema de concurso, considerando para elegir jueces y 
magistrados sólo la capacidad y honorabilidad del participante, sin distingos políticos, ni 
consideraciones personales o de cualquiera otra índole; garantizando la independencia y 
su estabilidad de quien ingresa por concurso siempre que demuestre eficacia, rectitud y 
buena conducta, con estabilidad e independencia, pues se prevé una calificación anual de 
servicios de jueces y magistrados, lo que permite un control permanente sobre el 
cumplimiento de sus deberes. 
 
Será esta regulación la que conduzca al primer concurso para el ingreso a la rama 
judicial, buscando garantizar una eficiente administración de justicia y con el sistema de 
méritos, la igualdad de oportunidades, el ingreso y ascenso de funcionarios y empleados. 
El decreto modifica de las reseñadas regulaciones, fallidas en su aplicación, el decreto 
250 de 1970, sustituye y deroga el 2400 de 1986, salvo algunos artículos, los decretos 
1768 y 1373 de 1986 y el decreto 1190 de 1986, salvo sus artículos 2 y 4. 
 
Mantiene la clasificación de empleados y funcionarios judiciales e incluye como uno de 
estos últimos a los fiscales, representantes entonces del ministerio público, a favor de 
quienes también regula un concurso de méritos. 
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  Así lo exponía el ministro Eduardo Suescún Monroy en intervención televisiva el día 4 de febrero 
de 1987, para informar al País de la primera parte de la reforma y sus proyecciones; intervención 
publicada en la presentación del libro Reforma de la justicia.  
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La administración de la carrera es atribuida al consejo superior de la administración de 
justicia, los consejos seccionales de carrera judicial, que allí se crean, las corporaciones 
judiciales y los jueces, con apoyo técnico y operativo de la dirección nacional y las oficinas 
seccionales de carrera. 
 
Como regla se impone que el nombramiento en carrera sólo puede recaer en persona 
seleccionada mediante el concurso de méritos, diseñado para atraer a las persona más 
idóneas, siendo copados por dicho sistema todos los cargos con excepción de los 
magistrados de la corte suprema y consejo de estado, auxiliar de magistrado y abogado 
asistente de la corte suprema y consejo de estado, auxiliar judicial de magistrado de la 
corte suprema y del consejo de estado. 
 
El ingreso a la carrera sería entonces en propiedad, interinidad o por encargo para los 
servidores de libre nombramiento y remoción; y en propiedad, periodo de prueba o 
provisionalidad para los de carrera; pero en cualquier caso debería el elegido cumplir los 
requisitos legales para ocuparlo. 
 
Para el cumplimiento de las funciones del consejo superior de carrera judicial, se 
establece la dirección nacional de carrera judicial, compuesta por una división de carrera 
judicial y coordinación administrativa, oficinas seccionales y jefaturas seccionales; la 
dirección nacional estaba encargada, entre otras funciones, de coordinar y controlar el 
régimen de convocatorias, presentar al consejo los proyectos para el desarrollo y correcto 
funcionamiento de la carrera, para las decisiones de inscripción a carrera judicial. 
 
Se crea, bajo la orientación del consejo superior de la administración de justicia, los 
consejos seccionales de la carrera judicial que funcionarían en cada cabecera de distrito 
judicial con sede en la capital del departamento, integrados por un representante del 
ministro que lo presidiría, pero sólo tendría voto en caso de empate, un delegado por cada 
uno de los tribunales superiores del departamento, o dos si sólo hubiere un tribunal, un 
representante del tribunal administrativo y un representante de los jueces. 
 
El proceso de selección para el ingreso o ascenso, que se regula abierto, se dividía en 
tres etapas, la convocatoria, hoja de ruta obligatoria, el concurso y el periodo de prueba. 
Producida una vacante definitiva o estando próximo el vencimiento del periodo el 
nominador informaría y coordinaría con los consejos las fechas, modalidades y bases del 
concurso, para efectos de la convocatoria. 
 
Finalizada la convocatoria el consejo de la carrera definirá de los inscritos, revisados los 
requisitos y antecedentes, cuáles serán llamados al concurso y remitirá la lista con las 
calificaciones al nominador; este con apoyo técnico y administrativo de las direcciones 
nacional y seccional de carrera o entidades especializadas en la materia, realizará las 
pruebas, exámenes, entrevistas y calificará las mismas o designará las comisiones 
encargadas de hacerlo.  
 
Se prohibía la entrevista como única modalidad del concurso. El nominador o la comisión 
designada, elaboraría la lista de resultados en riguroso orden de méritos, entre quienes 
aprueban el concurso; y preveía el decreto76que en firme la calificación se procedería la 
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nombramiento del ganador o ganadores en estricto orden de resultado, según el número 
de cargos. 
 
Tenían derecho los que obtuvieron los cinco primeros lugares en el concurso aprobado, 
sino fuesen nombrados, a permanecer en el registro de elegibles para dicho cargo, en 
riguroso orden de mérito, por espacio de 2 años, pudiendo ser nombrado en el mismo 
distrito en cargos de igual naturaleza y categoría.  Se señalaba en el inciso segundo del 
artículo 30, que en caso de empate en los resultados finales se designaría al concursante 
que estuviera inscrito en carrera de preferencia al que se encuentre en el servicio. 
 
Se señalaba procedente la designación en provisionalidad, sin ninguna limitante, para 
eventos en que una vacancia definitiva de un cargo de carrera, cuando las necesidades 
del servicio lo exigieran y no pudiere proveerse la misma por el sistema de méritos, caso 
en el cual, debería el nominador informar inmediatamente al consejo de carrera, para 
efectos de la convocatoria. 
 
Superado el concurso, quienes ingresaran al servicio serían nombrados en periodo de 
prueba, en el que habrían de calificarse en tres ocasiones, dos calificaciones 
insatisfactorias generarían el retiro del servicio por declaratoria de insubsistencia motivada 
y quienes obtuviesen calificaciones satisfactorias en el periodo de prueba y no tuviesen 
sanciones disciplinarias serían nombrados en propiedad; igualmente serían nombrados en 
propiedad y no en periodo de prueba los concursantes que hubieren ya desempeñado el 
cargo al que aspiraban en situación distinta a la provisionalidad. 
 
El periodo de prueba se regulaba duraría dos años para magistrados, un año para jueces 
y ocho meses para los empleados, debiéndose calificar su gestión por los menos tres 
veces en el año. 
 
Para la permanencia en el cargo de funcionarios y empleados habría calificación de 
servicios, que cubría a todos los que ocuparan cargos de carrera judicial, que se regulaba 
motivada y comprendiendo aspectos tales como conducta, dedicación al trabajo, su 
calidad y organización, actualización de conocimientos, comportamiento público del 
calificado, puntualidad, atención al público, y en fin, todo lo que contribuyese al análisis de 
su idoneidad para el servicio. 
 
En los meses de abril y mayo de cada año se calificaría a los empleados y funcionarios, 
por su superior funcional o jerárquico, la corte suprema a los magistrados de sus 
tribunales superiores y estos a sus jueces superiores y de circuito. Los jueces superiores 
a los juzgados de instrucción y los del circuito a los municipales de su circuito; cada 
corporación a sus empleados y cada juez a los suyos. 
 
Una calificación insatisfactoria daría lugar a la suspensión del escalafón, por el término de 
un año con la pérdida de las prerrogativas del mismo salvo la de capacitación; y dos 
calificaciones insatisfactorias a la insubsistencia tratándose de empleados y a la no 
reelección, al finalizar el periodo, sí de funcionario se trata.  
 
Los proceso de elección de funcionarios y empleados por la corte suprema requería de la 
votación  de las dos tercera partes de sus salas y la participación de las dos terceras 
partes de sus miembros y el voto de la mitad más uno de los asistentes si designaban los 
tribunales, no siendo admisible el voto en blanco. 
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Como el decreto regulaba cambios en los requisitos para ocupar los cargos de concurso, 
se disponía que los mismos sólo eran exigibles a los empleados y funcionarios que 
ingresaran con posterioridad a su vigencia; y que a partir del 1° de marzo de 1989 sería 
necesario para el ingreso a la rama aprobar un curso atinente al servicio de la rama 
dictado por la escuela judicial o avalado por ella. 
 
Requería confirmación en el cargo la designación en provisionalidad de una persona para 
ocupar un cargo de libre nombramiento y remoción, cuando el cargo exigiere el 
cumplimiento de requisitos, sin señalarse allí un término para que el nominador, 
acreditado el cumplimiento de los requisitos legales, decidiera la confirmación. 
 
El decreto ley fue sometido a varios controles de constitucionalidad, su normatividad sufrió 
modificaciones resultado de las sentencias de la corte suprema, sala plena, emitió siendo 
entre otras las siguientes: 
 
En decisión de 25 de junio 25 de 1987, se expone como a diferencia del decreto 2400 de 
1986, el decreto 052 de 1987 deja la carrera no en manos de la escuela judicial sino del 
consejo superior de administración de justicia y eso evita la injerencia de otra rama del 
poder público en la composición de la judicatura. 
 
Considera la corte suprema que las expresiones del artículo 29 de decreto, al disponer 
que en firme la calificación se procederá al nombramiento del ganador del concurso “en 
estricto orden del resultado”; y que los que no alcancen a ser nombrados permanecerán 
en la lista de elegibles “en riguroso orden de mérito” son inexequibles; pues eliminan la 
posibilidad de la elección por el nominador y distorsionan el objeto del concurso al que da 
lugar el artículo 162 de la constitución; que no es sino el medio para seleccionar los 
elegibles, entre los cuales el nominador, dentro de la autonomía que la carta le reconoce, 
escogerá a quien habrá de nombrar. 
 
Por ello, aun cuando advierte que no están sometidos los nominadores a designar 
empleados y funcionarios con absoluta sujeción al orden del resultado del concurso, sería 
recomendable que lo hicieran, en beneficio de una mejor administración de justicia. 
 
Encuentra la corte suprema que no es incompatible con la carrera judicial la existencia de 
los periodos constitucionales de que tratan los artículos 157 y158 de la carta; pues 
estando ambas consagradas en normas constitucionales, carrera y periodo, deben 
aquellas disposiciones interpretarse armónicamente complementándose y no de modo 
que se excluyan. 
 
Y expone que “La norma contempla la carrera que genera estabilidad en el empleo por el 
tiempo de periodo, el derecho de ascenso en el cargo superior (art. 1° del estatuto) e 
implícitamente el derecho a la reelección, cuando el inciso 2° del artículo 51 dispone que 
dos calificaciones insatisfactorias darán lugar a la insubsistencia, tratándose de 
empleados y si se trata de funcionarios no será reelegidos”; igualmente encuentra 
ajustado a la carta la vigilancia otorgada a la procuraduría, la regulación de derechos, 
deberes, inhabilidades, incompatibilidades para el ejercicio del cargo, régimen 
disciplinario, faltas disciplinarias, proceso disciplinario y estímulos. 
 
La sentencia 64 de junio 25 de 1987,  no accede a la inexequibilidad demandada de todo 
el decreto, porque supuestamente no acató la consulta previa a la comisión asesora 
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creada por el mismo, pero oficiosamente declara inexequible algunas normas aisladas; no 
acepta el reclamo según el cual las facultades legales se habían agotado al expedir el 
decreto 2400 de 1986, sentencia 65 de junio 25 de 1987. 
 
El artículo 30 del estatuto señalaba que en la valoración de antecedentes, la experiencia 
judicial tendría un valor preponderante, según la escala de puntajes que establezca el 
consejo superior de la administración de justicia; y como criterio adicional para decidir en 
caso de empate entre los concursante para la designación de un cargo, habría de 
preferirse al inscrito en carrera, en su defecto al que sin estar inscrito estuviese prestando 
el servicio y en el evento de empate entre dos participantes ajenos al servicio, la 
escogencia sería discrecional.  
 
La corte suprema declaró inexequible el inciso segundo de la norma, consideró que tomar 
la vinculación a la rama ya como un factor prevalente en la calificación (inciso 1°) y 
recurrir a la vinculación al cargo con inscripción en carrera o sin ella, como criterio para 
dirimir empates, (inciso 2°) era agregar una preferencia adicional a la ya plasmada en el 
inciso primero de la misma norma y ello violaba el derecho a la igualdad, desfigurando el 




2.4 EL PRIMER CONCURSO PARA JUECES 
 
 
El consejo superior de la administración de justicia se conformó y empezó a operar; 
elaboró un modelo general de curso, como parte del concurso para la provisión de jueces 
para el periodo constitucional que iniciaba en septiembre 1 de 1989. 
 
Se inició así, con dirección de la escuela judicial Rodrigo Lara Bonilla, el proceso de 
capacitación teórico-práctica con cursos semi-presenciales de autoformación, de 
actualización en temas generales como hermenéutica jurídica y técnica probatoria, el 
curso se impartiría sólo a los jueces pero el material de estudio sería accesible a todos los 
aspirantes.  
 
Podrían participar  e inscribirse en estas opciones. a.) Los jueces vinculados que 
aspiraran a ser reelegidos en su cargo; b.) Los jueces vinculados que aspiraran a ser 
reelegidos en su cargo y que a su vez aspiren a ser elegidos en otro cargo de la misma 
especialidad; y c.) Las demás personas que aspiren ser elegidos jueces. 
 
El modelo de convocatoria se remitió a todas las seccionales de administración judicial, 
con una programación cronológica de sus etapas que deberían aquellas observar, 
acogiéndose a los acuerdos 16, 18 y 19 que el consejo había expedido. 
 
Las inscripciones para los funcionarios vinculados serían del 10 al 24 de octubre de 1988; 
pero los funcionarios que hubieren sido nombrados con posterioridad a la fecha de cierre, 




Capítulo Segundo: Una  explicación del perfil encontrado 
La etapa eliminatoria, realizada partir del análisis de los requisitos de inscripción por los 
consejos seccionales para la carrera y con el apoyo operativo de la oficina seccional de la 
carrera judicial. 
 
Ser colombiano de nacimiento, con situación militar definida, ser abogado de universidad 
reconocida, no tener antecedentes penales o vigente auto de detención o resolución 
acusatoria, no haber sido suspendido o excluido de la profesión o de cualquier cargo 
público, ni tener parentesco en cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 
primero civil, para con los magistrados de la corte suprema o el tribunal superior 
respectivo, no tener inhabilidad o incompatibilidad legal para el ejercicio del cargo. 
 
Sólo se exigía un año de experiencia como juez,  para ocupar los cargos de juez superior, 
del circuito, especializado, especiales y de instrucción; y para el ejercicio del cargo de juez 
de menores a más del año de servicio como juez municipal o del circuito, el ser casado o 
viudo y tener hijos. 
 
Los resultados de la etapa eliminatoria se notificarían mediante avisos publicados en cada 
oficina seccional de carrera judicial por 8 días a partir del 4 de noviembre de 1988; y sería 
susceptible de reposición. 
 
La etapa clasificatoria evaluaría a los participantes sobre 100 puntos. La prueba de 
conocimientos de 0 hasta 50 puntos, sobre los saberes impartidos en los cursos, 
capacidad de manejo crítico y aplicación práctica de los mismos, el examen de 
conocimiento se realizaría el día 20 de mayo de 1989. Si se concursaba para el cargo que 
se desempeña se asigna un punto por cada unidad de calificación que exceda los 
primeros 50, que es el puntaje mínimo exigido en el caso para aprobar. 
 
Si se concursaba para otro cargo o para el ingreso, se asignaría u punto por cada unidad 
que excediera los primeros 50, pero era necesario haber obtenido 60 puntos en la 
calificación para poder aprobar el examen. 
 
La experiencia y docencia se califica de 0 a 15 puntos. Se asigna dos puntos por cada 
año de experiencia adicional a la mínima exigida, en la rama judicial y especialidad 
correspondiente. Un punto por cada año de experiencia adicional en el ejercicio 
profesional, docencia jurídica o cargos en el sector público o privado que sea 
especificada. 
 
Estudios y capacitación, de 0 a 15 puntos. Un punto por cada curso de capacitación 
relacionado con el cargo al que se aspira, que tenga intensidad mínima de 40 horas, con 
la posibilidad de completar con la suma varios cursos de intensidad menor, hasta las 40 
horas. 
 
Dos puntos por la culminación de cada curso de posgrado y un  punto más por la 
obtención del título; pero si el posgrado se relaciona con el cargo al que se aspira se 
otorgarían 3 puntos por la terminación del estudio y dos más por el título obtenido. 
 
Calificación de servicios o entrevista. De 0 a 20 puntos. Para los funcionarios judiciales se 
asignaría 1 punto por cada dos puntos que exceda los primeros 60 con los que se obtiene 
el mínimo satisfactorio de la calificación de servicios. Mientras que para los aspirantes no 
vinculados se les realizaría una entrevista que realizaría el tribunal superior respectivo, 
que tendría esa valoración. 
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Particulares condicionamientos tenía la elección de los jueces producto del concurso; 
pues según el acuerdo 19 del consejo superior de administración de justicia, en primer 
lugar debería considerarse el nombre de quien venía desempeñando el cargo, siempre 
que al momento de la inscripción perteneciera al escalafón de la carrera, haya participado 
en el concurso y lo haya aprobado. Si el tribunal decidiera no designar a dicho 
participante, debía considerar el nombre de otros participantes que pertenecieran a la 
rama, estuvieran en el escalafón al momento de la inscripción y hubieren aprobado el 
concurso con un puntaje superior al obtenido por quien venía desempeñándolo. 
 
Si el tribunal proveía el cargo con un participante distinto a los dos anteriores, sólo podría 
elegir a quien haya participado en el curso, aprobado y obtenido un puntaje superior al de 
los dos anteriores. 
 
Los nombramientos se harían en propiedad y con escalafón en carrera, si al momento de 
la elección el nombrado estaba vinculado a la rama jurisdiccional en ese mismo carácter; 
los demás participantes serían nombrados en periodo de prueba. Si no fuese posible 
nombrar con persona seleccionada por concurso, se nombraría provisionalmente con el 
lleno de los requisitos legales para el cargo. 
 
La designación de jueces para el nuevo periodo se hacía en propiedad por dos años, pero 
ninguna justificación requería el ratificar o no nombrar los jueces o magistrados luego de 
vencido su periodo77; el universitario nombrado que culminaba su judicatura de un año, 
era reemplazado las más de las veces por otro universitario; se dejaban para proveer de 
esta forma aquellos juzgados promiscuo municipales más alejados de la cabecera del 
circuito. 
 
Los nombramientos para ocupar los cargos por el periodo de dos años o para proveer las 
vacantes que en curso de aquellos se presentaban, no respondían a criterio distinto a la 
mera discrecionalidad del tribunal. 
 
 
2.5 EL PRIMER CONCURSO PARA MAGISTRADOS 
 
 
En aplicación del estatuto la corte suprema de justicia, sala plena, expidió el acuerdo 02 
de octubre 13 de 1988, por el cual “Se señalan las bases, fechas y modalidades para la 
convocatoria del concurso a carrera de los magistrados de los tribunales superiores de 
distrito judicial”. 
 
La convocatoria fue nacional y abierta a la participación de los funcionarios que estaban 
ocupando el cargo como de las demás personas que llenaren los requisitos allí 
establecidos, debía el concursante haber laborado en la rama en el distrito judicial que 
aspiraba o ser oriundo del mismo.  
 
                                                 
77
 Así en el acta de Sala plena en mención, se expone como se somete a votación el nombre de 
quien desempeñaba el cargo de juez quinto de instrucción criminal, de 4 votos posibles obtiene 2 a 
favor y dos en contra y como completadas tres votaciones no varió el resultado, sin más 
consideración se estima  quemado y se postula nuevos candidatos.  
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La etapa eliminatoria consistía en la aceptación o rechazo del inscrito por el consejo 
superior de la administración de justicia, decisión susceptible de reposición. 
 
Los aceptados serían convocados a examen de conocimiento del área de especialización 
del cargo que pretendan, salvo quienes venían desempeñando en propiedad el cargo de 
magistrado que se exoneraban de la prueba. El examen se realizaría el día 11 de marzo 
de 1989 en las oficinas seccionales de la carrera judicial de cada distrito. 
 
En la etapa clasificatoria en la que la corte suprema, a través de comisiones creadas para 
el efecto procedería a evaluar a los participantes siguiendo estos criterios: 
 
A los magistrados en propiedad concursantes, un jurado de tres magistrados de la corte 
suprema, según su rendimiento en el trabajo, y conforme al reglamento que expediría la 
sala de gobierno, les asignaría hasta 40 puntos; mientras que los demás participantes 
presentarían examen de conocimientos que se evaluaría de 1 a 100 puntos, se aprobaría 
con 60, y se les asignaría un punto por cada unidad que exceda de los primeros 60, sobre 
un total de 100 en que se valoró el examen. 
 
La experiencia adicional al requisito mínimo exigido para ocupar el cargo, 4 años, daba 
derecho a dos puntos por cada año adicional, y la experiencia en otros cargos o docencia 
universitaria, a un punto por cada año adicional; con un tope máximo de 20 puntos en el 
factor.   
 
Los estudios adicionales otorgarían un punto por cada curso superior a 40 horas; 
pudiéndose para el efecto acumular los de duración  inferior, que hubieren sido dictados 
por la escuela judicial. Los estudios que conduzcan al posgrado representarían 3 puntos 
por  cada año de estudio y dos más por él diploma de grado; hasta 5 puntos se 
reconocerían por la obra jurídica escrita; para un máximo de 20 puntos en el factor. 
 
Los participantes deberían presentar entrevista ante comisiones de magistrados de la 
corte suprema, que evaluarían de cero a veinte la personalidad del concursante. 
 
La corte suprema elaboraría entonces la lista de quienes hubieren aprobado el concurso 
en orden de méritos, que se publicaría en la dirección nacional y oficinas seccionales de 
carrera judicial, y contra ella procedería recurso de reposición. 
 
Seguidamente designaría de la lista a los magistrados, considerando que la carrera busca 
el ingreso al servicio de las personas que tengan las más altas calidades intelectuales, 
morales y personales; estando prohibida la elección de magistrado de una persona 
respecto de la cual se manifiesten reservas morales sobre su conducta pública o privada 
al menos por una tercera parte de los miembros de la corporación. 
 
Se elaboraría una lista de elegibles por cada tribunal con quienes hubieren ocupado los 
cinco primeros puestos en el concurso y no hubieren sido electos, de la que se proveerían 
las vacantes que se presenten dentro de los dos años siguientes. 
 
Así se cumplió el primer proceso de incorporación en carrera de magistrados de distrito 
judicial; el acuerdo en cuestión fue demandado ante el consejo de estado, pues se 
consideraba que se violaba el artículo 162 de la carta, al haber eximido de la presentación 
de prueba de conocimientos a los participantes  que venían ocupando el cargo  de 
magistrados; se argumentaba que con ello los exoneró de la etapa eliminatoria del 
48 
El Juez de la Jurisdicción Ordinaria 
 
concurso y los puso directamente en la clasificatoria, violando la ley, al invadir la 
competencia del legislador, el decreto ley 052 de 1987 y el acuerdo 20 del consejo 
superior de administración de justicia; admitida la demanda se negó a los actores la 
solicitud de suspensión provisional del acto administrativo. 
 
Concepto favorable al reclamo presentó el agente del ministerio público, que consideró 
que el eximir del examen a los magistrados que ocupaban los cargos, impedía que se 
cumpliese el propósito de que se asegurase el ingreso de los funcionarios más 
capacitados y que la prerrogativa otorgada acaso si podría hacerla el decreto 052 de 
1987, pero no el acuerdo demandado.   
 
Sólo hasta el día 8 de octubre de 199378 el consejo de estado decidió la nulidad 
pretendida, expuso que por lo dispuesto en el artículo 10 del decreto 52 de 1987, la 
entidad nominadora no era ajena al concurso, por el contrario, que junto con el consejo 
superior de administración de justicia señalaban las modalidades, bases y fechas del 
concurso, por ello la corte suprema expidió el acuerdo 02 de octubre 13 de 1988. 
 
Luego en las condiciones reguladas por el acuerdo 02 de 1988 la corte suprema 
determinó el ingreso a carrera judicial de los primeros magistrados de los tribunales 
superiores. En el acuerdo 20 del consejo había ya reglamentado el concurso para los 
magistrados de tribunales superiores, dejando en su artículo 9 a la corte suprema la 
determinación, realización y calificación de las pruebas; quien con asesoría de la dirección 
nacional de carrera y entidades especializadas, determinaría los puntajes mínimos 
requeridos para aprobar las pruebas determinadas. 
 
Por lo que, si determinar significa “fijar los términos de una cosa, señalar, tomar 
resolución, definir” estaba permitido a la corte en uso de esa facultad y determinar las 
pruebas conducentes para el concurso y los puntajes para aprobarlas. Que el exonerar a 
los magistrados del examen de conocimiento no violaba el derecho a la igualdad pues no 
eran iguales las condiciones de unos y otros concursantes; el examen que se muestra 
como prueba idónea para evaluar el conocimiento de quienes están fuera de la 
magistratura, no parece serlo para quienes ocupan los cargos y dejan plasmados en sus 
providencias que permiten apreciar su preparación para ocupar el cargo. 
  
La igualdad se hubiere violado si se hubiese exonerado de examen a otros participantes 
fuera del servicio, y por ello la calificación provista para los magistrados de su trabajo, con 




2.6 LA CONSTITUCIÓN DE 1991 Y LA CREACIÓN DEL 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
 
 
Sin detenernos en la trascendencia que para la autonomía e independencia de la rama 
judicial tuvo la creación del consejo superior de la judicatura y las múltiples funciones que 
                                                 
78
 Consejo de Estado expediente 4039. M.P. Clara Forero de Castro. 
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a su sala administrativa le asignan la constitución y la ley estatutaria, en éste aparte, sólo 
precisaremos algunas de aquellas funciones, en lo que toca con la carrera judicial.79    
 
Si bien la constitución de 1991 no consagró la carrera judicial de la explícita forma como 
lo hizo el artículo 153 del acto legislativo número 1 de 1945, se desprende claramente su 
existencia, al señalar en su artículo 125 de manera general que “los empleos  en los 
órganos y entidades del estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los 
de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que 
determine la ley…”; lo que conjugado con lo normado en el artículo 256, que atribuye al 
allí creado consejo superior de la judicatura  y a los consejos seccionales, según lo 
establezca la ley, el administrar la carrera judicial; regulación que señala no aplica a los 
magistrados  de la corte suprema, el consejo de estado y la corte constitucional; pues 
dispone en el parágrafo de su artículo 232, que no será para aquellos requisito el 
pertenecer a la carrera. 
 
Labor que el legislativo cumplió al expedir la ley estatutaria de la administración de 
justicia, que viene a señalar claros parámetros de su regulación, en el capítulo II del título 
sexto, artículos 156 a 175 de la ley 270 de 1996 sometida a control de constitucionalidad 
previo, a través de la sentencia C-037 de febrero 5 de 1996. 
 
El carácter profesional de los funcionarios y empleados, la eficacia en la gestión y la 
igualdad de oportunidades en el acceso a la función de todos los ciudadanos a partir del 
mérito; se presentan como los principales fundamentos para determinar, el ingreso, 
permanencia y promoción en el servicio. Todo ello buscando atraer los servidores más 
idóneos, de conducta intachable y un nivel satisfactorio de rendimiento80.   
 
El autogobierno de la rama, con la creación del consejo superior, con las dos funciones 
primordiales de administrar la rama judicial y disciplinar a la mayoría de sus integrantes; 
tiene trascendencia en la administración del recurso humano y en ello, la administración y 
reglamentación de la carrera judicial, pues el artículo 85 numerales 17 y 22 de la ley 
estatutaria lo atribuye como función a su sala administrativa, avaladas en la sentencia de 
control previo de exequibilidad. 
 
Sin embargo, su función se inició no con la ley estatutaria sino con la reglamentación del 
decreto 2652 de 199181 expedido por el llamado congresito, que atribuía a la sala 
administrativa del consejo superior el administrar la carrera judicial y dictar los 
reglamentos relacionados con la misma82, dictado en uso de las facultades conferidas por 
el artículo 5 transitorio de la constitución de 1991 que al decir del propio consejo superior 
de la judicatura, minimizaron su labor y se convirtieron en obstáculo para el desarrollo del 
                                                 
79
 Un estudio sobre las funciones que cumple el Consejo Superior de la Judicatura, sus 
antecedentes históricos y los debates suscitados en la asamblea nacional constituyente, puede 
consultarse la tesis de grado, para optar por el título de abogado, de Marlene Medina Matallana y 
María Cristina Vergara Mecia,  titulada La Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. Universidad Javeriana 1.999.  
80
 Artículos 156 y 157 de la ley.  
81
 Decreto 2652 de 1991 publicado en el diario oficial 40.177 de noviembre 25 de 1991. Preveía la 
elección de sus primeros miembros así 1 por la corte constitucional, 2 por la corte suprema y 3 por 
el consejo de estado; prohibiendo que la elección de aquellos recayera en magistrados de las 
corporaciones nominadoras.     
82
 Artículo 11 decreto 2652 de 1991. 
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órgano83, entre otros aspectos porque decidió mantener la dirección nacional de 
administración  judicial, como organismo autónomo, vinculado al consejo pero orgánica y 
funcionalmente separado de este. 
 
Quiso el consejo superior de la judicatura que en cumplimiento de su función 
constitucional de formular listas de candidatos (artículos 231 y 256. 2 de la C.P.), 
elaborarlas también para la provisión de cargos en provisionalidad, pues la norma 
constitucional no distinguía en tal labor la modalidad de los nombramientos, pero las 
corporaciones y juzgados respondieron que el vigente el decreto 052 de 1987 les faculta 
nombrar directamente en provisionalidad; y el artículo 21 transitorio de la constitución 
señalaba que mientras se expidieran las nuevas normas que desarrollen la carrera para 
los funcionarios públicos, continuarán vigentes las que la regulan actualmente, siempre 
que no sean contrarias a la constitución.  
 
Dispuso entonces la sala administrativa la expedición del acuerdo 3 de mayo 21 de 1992, 
para dar inicio, con algunas modificaciones de la regulación anterior, a los procesos de 
calificación de empleados y funcionarios de la rama judicial. Acuerdo 15 de diciembre 11 
de 1992, sobre calificación de los magistrados de tribunal designados en periodo de 
prueba por el concurso del año 9084; y el acuerdo 87 de noviembre 23 de 1993, por el cual 
se reglamenta el sistema de méritos para el ingreso, permanencia y retiro del servicio en 
los cargos de carrera de la rama judicial, que en gran medida marcará la pauta para las 
futuras convocatorias, estableciendo como requisito de 2, 4 y 8 años de servicio para 
ocupar los cargos de jueces municipales, del circuito y magistrado de tribunal; la pérdida 
de la inscripción en carrera judicial como consecuencia de una calificación insatisfactoria; 
aunque preveía como etapa del concurso la realización de un curso de formación judicial, 
requisito previo al desempeño del cargo, a la vez autorizaba al consejo para prescindir del 
mismo en los cursos que se adelantaran hasta antes del 31 de diciembre de 1994. 
 
En materia de transición, el acuerdo vino de alguna manera a disipar los temores que se 
tenían en algún sector de la judicatura85,  de que el consejo superior desconociese la 
carrera judicial, las inscripciones en ella y los concurso no finalizados del todo; pues 
dispuso en su artículo 28 que los funcionarios y empleados que con anterioridad hubieren 
sido vinculados a carrera judicial, por periodo fijo o a término indefinido y quienes, 
hallándose en periodo de prueba, estuviesen evaluados satisfactoriamente quedan 
incorporados al sistema de carrera judicial; y los que estando en periodo de prueba no 
hubieren sido evaluados en su desempeño, lo serían por una vez, por todo el tiempo en 
que hubieren ocupado el cargo, para efecto de definir su ingreso a carrera. 
 
Definía la vinculación a la rama por designación en propiedad, provisionalidad o encargo, 
con los alcances antes mencionados para cada una de aquellas situaciones 
administrativas, regulaba la elaboración de listas de elegibles, incluso para las vacantes 
                                                 
83
 Consejo Superior de la Judicatura. La administración de justicia en Colombia. Informe al 
congreso de la República 1994-1995. Ediciones jurídicas Gustavo Ibáñez. 1995  
84
 Aquellos habían sido ya calificados en 2 oportunidades por la Corte Suprema y se requería la 3ª 
calificación para vincularse en propiedad.  
85
 En la revista perfil jurídico, de asonal judicial,  noviembre de 1993. En artículo del 
exrepresentante de los funcionarios judiciales en el consejo superior de administración de justicia, 
Gilberto Lancheros Lancheros  así lo dejaba entrever. 
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provisionales,86elaboradas por el consejo superior o seccional de la judicatura, según 
fuere el caso.     
 
El Consejo Superior de la Judicatura  cumple por mandato constitucional importantes 
funciones en el desarrollo de la carrera judicial, así, por intermedio de su sala 
administrativa (superior para los magistrados y seccional para los jueces) consolida la 
calificación de los magistrados y jueces designados en carrera, de los que evalúa los 
factores de eficiencia, rendimiento, organización del trabajo y publicaciones, pues el factor 
calidad evaluado por el superior funcional del calificado; una calificación insatisfactoria, 
menor de 60 puntos, es causal de retiro del servicio.    
 
Asimismo, establece los indicadores de gestión, rendimiento y desempeño de los 
despachos judiciales, que le permite establecer la cobertura del servicio de justicia y medir 
los niveles de satisfacción del derecho de acceso a la misma; así como adelantar planes 
de descongestión de la justicia, con medidas que como resalta el último informe al 
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 Artículo 4 del acuerdo 87 de 1993, aquellas se conformarían de no existir registro de elegibles, 
con personas que reúnan los requisitos del cargo, y también podrían incluirse  funcionarios de 
carrera que se desempeñen en propiedad.  
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3. CAPITULO TERCERO: REGULACIÓN 








En abril 13 de 1994 la sala administrativa del consejo superior de la judicatura expidió su 
acuerdo 34 por el cual dictó las reglas generales para los concursos de méritos 
destinados a la selección de empleados y funcionarios de la rama judicial, aplicable a los 
magistrados, jueces y empleados de la jurisdicción ordinaria y contencioso administrativa, 
que no fuesen de libre nombramiento y remoción y preveía que regularía separadamente 
lo tocante al concurso para el tribunal nacional y los juzgados regionales. 
  
Tendría este como etapas sucesivas, el concurso, la conformación del registro de 
elegibles, elaboración de lista de candidatos, nombramiento y confirmación. El concurso a 
través de la evaluación de conocimientos, destrezas, aptitudes, experiencias y 
condiciones de personalidad, determina la inclusión y ubicación en el registro nacional de 
elegibles. 
 
Podían participar en el mismo todos los ciudadanos colombianos que reunieran los 
requisitos para el cargo respectivo; los concursos serían nacionales y tendrían como 
norma reguladora obligatoria la convocatoria, debiendo ser esta divulgada por lo menos 
15 días hábiles antes de que inicie la inscripción al concurso. 
 
Divulgada ampliamente, y en todo caso publicado su texto en diario de amplia circulación 
nacional, se fijaría en los espacios abiertos al público, de los consejos superior y seccional 
de la judicatura, direcciones seccionales de administración judicial, tribunales y juzgados. 
 
Debía la convocatoria contener enunciación de los cargos ofrecidos y sus requisitos, 
documentos que debe aportar el inscrito, tiempos y lugares de inscripción, etapas del 
concurso, calificación de factores y puntaje mínimo para su aprobación, fecha, hora y 
lugar del examen; cargos vacantes y provistos en provisionalidad. 
 
Se convocaría a concurso ordinario cada dos años, en el mes marzo para funcionarios y 
en julio para empleados; y podría convocarse a concurso extraordinario para cargos que 
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estén provistos en provisionalidad, o para aquellos cuyas listas de elegibles se tornen 
insuficientes.     
 
Para aquellos a quienes se les aceptó la inscripción, la etapa de selección del concurso 
tiene dos fases eliminatorias que permitirán a quien las supere conformar el registro de 
elegibles; la de evaluación de conocimientos que puede incluir la realización de otro tipo 
de pruebas  de aptitud que deberán especificarse en la convocatoria, y el curso de 
formación judicial. 
 
El curso tiene como objeto garantizar a los nuevos empleados y funcionarios un adecuado 
conocimiento de la rama judicial y la destreza, actitudes profesionales específicas que 
requiera el ejercicio del cargo a desempeñar; y los derechos y deberes y garantías que le 
son propios. Sería este adelantado por una sola vez por el concursante, aunque luego 
participe en otras convocatorias. 
 
La prueba de conocimientos y el curso concurso se evaluarán en escala de 0 a 1.000 y se 
aprobará con 600 puntos y se ajustarán para el resultado final de hasta 350 puntos cada 
uno.   
 
La entrevista que se afirma permite evaluar, rasgos, características y  atributos humanos 
difícilmente valorables de otra manera, como la ética, independencia de criterios, 
iniciativa, relaciones interpersonales, manejo de conflictos, responsabilidad, inclinaciones 
o preferencias y motivaciones; busca determinar cuáles aspirantes tiene mayor posibilidad 
de éxito en el desempeño del cargo al que aspiran. 
 
Su calificación se haría a través de una guía, previamente elaborada que evalúe los 
diferentes factores, se realiza al finalizar la entrevista y tendrá una valoración de hasta 
100 puntos.  
 
La experiencia adicional evalúa el ejercicio profesional o la experiencia laboral en cargos  
relacionados o el ejercicio independiente con dedicación de tiempo completo, por el 
concursante, adicional al cumplimiento del requisito mínimo para el cargo, daría 20 puntos 
por año. Y la docencia en cátedra jurídica daría 20 puntos por año si la dedicación era 
tiempo completo, y 10 en caso contrario. Con puntaje máximo de 100 puntos en el factor. 
 
Por último, en el factor capacitación y publicaciones, se reconocería 50 puntos por cada 
posgrado realizado por el concursante y hasta igual puntaje por cada obra jurídica que se 
presente al consejo para su evaluación. Siendo el puntaje máximo del factor 100 puntos. 
 
Al final se publicaría el resultado con los puntajes obtenidos por los participantes, con 
publicidad similar a la de la convocatoria y sólo serían aquellos reconsiderados si se 
objetaren por error aritmético. 
 
Como culminación de la etapa clasificatoria de todo concurso, la sala elaboraría los 
listados de inscripción en el registro según el orden de los puntajes obtenidos, que se 
divulgarán con aviso al público, la sala administrativa elaborará entonces, mediante 
acuerdo, los registros nacionales de elegibles para los diferentes cargos y especialidades 
de funcionarios y empleados, conformados por todos los concursante que hubiesen 
superado la etapa clasificatoria, relacionados en orden descendente del puntaje total que 
cada uno hubiere obtenido.   
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Dentro de los 10 días siguientes a la publicación de los inscritos en el registro nacional de 
elegibles, deberán los aspirantes expresar los distritos y municipios de su elección y de no 
hacerlo se presumirá que es elegible para cualquiera; la opción territorial es vinculante y si 
el designado no acepta la elección en el cargo para el que optó, sería excluido 
automáticamente del registro, salvo que acredite causa justificada para la declinación. 
 
Cada seis meses los concursantes podrán variar su opción territorial; cuando producida 
una vacante hubiese menos de tres personas en el listado de opciones de la 
correspondiente opción territorial, se producirá una convocatoria específica para 
proveerlo. 
 
Las salas administrativas de los consejos superior o seccional de la judicatura elaborará la   
lista de candidatos cuya provisión se trate, tanto en propiedad como en provisionalidad, 
tomándolas del resultado de opción de los registros nacionales de elegibles, enviándola a 
la autoridad que lo solicitó a más tardar dentro de los 15 días siguientes al de recibo de la 
misma. Si la lista de inscritos disponibles, incluidos los funcionarios o empleados en 
carrera, es inferior a tres, se procederá al nombramiento en provisionalidad hasta el 
próximo concurso. La incorporación de los participantes en el registro nacional de 
elegibles tendría la vigencia o duración que determinen las reglas de carrera judicial. 
 
El acuerdo contenía unas disposiciones transitorias que vinieron a regular el primer 
concurso de méritos que organizó por el consejo superior de la judicatura; en las que a 
más de prescindir en él del curso de formación judicial, señaló para el mismo una 
particular valoración de los factores del concurso; la prueba de conocimiento hasta 350 
puntos, la entrevista hasta 350 puntos, experiencia adicional hasta 150 puntos y 
capacitación y publicaciones hasta 150 puntos. 
 
En lo que a la jurisdicción ordinaria corresponde, el consejo adelantó y llevó a feliz 
término87 los siguientes concursos; acuerdo 52 de mayo 19 de 1994 para los cargos de 
magistrados de tribunales superiores y contencioso administrativos; y el acuerdo 070 de 
junio 27 de 1994 para jueces territoriales, promiscuo municipales, municipales, de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, promiscuos de familia, de familia, agrarios, 
promiscuos del circuito, civiles, penales y  laborales del circuito.    
 
Las dos convocatorias tenían similares parámetros, los consagrados en el referido 
acuerdo 34  que se acaban de relacionar, en la convocatoria del acuerdo 52 de mayo 19 
de 1994 se inscribieron para magistrados de tribunal superior 1461 participantes, de ellos, 
fueron admitidos 1233, aprobaron la prueba de conocimientos 365 y su registro de 
elegibles tuvo vigencia entre el 31 de mayo de 1995 y el 30 de mayo de 1999, periodo en 
el que se eligieron y posesionaron 70 magistrados.88   
 
Mientras que la convocatoria del acuerdo 070 de junio 27 de 1994 la atendieron 7.593 
participantes, de ellos, fueron admitidos 5.630, aprobaron la prueba de conocimientos 
1684 y su registro de elegibles tuvo vigencia entre el 14 de diciembre de 1995 y el 13 de 
diciembre de 1999, periodo en el que se eligieron y posesionaron 730 jueces.   
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 Hubo un concurso fallido, el convocado por  acuerdo 069 de junio 27 de 1994 para magistrados 
del tribunal nacionales y juzgados regionales. 
88
 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, Unidad de Administración de  carrera 
judicial, procesos de selección 1994-2011. 
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En estas designaciones el procedimiento varió, pues se ponía en consideración de la Sala 
plena de la corporación nominadora, la lista de elegibles que remitió el consejo y por los 
candidatos allí incluidos se votaba, esto es, no se consideraba prelación alguna por el 
resultado final del concurso.   
 
El acuerdo 106 de 1996 de la sala administrativa del consejo superior de la judicatura, 
señaló “Los actuales funcionarios y empleados de carrera forman parte por derecho 
propio del Registro de Elegibles para proveer cargos de carrera de similar categoría y 
especialidad a aquel en que se encuentren nombrados”; aplicada aquella disposición a la 
provisión de cargos en desarrollo de este concurso y designarse como juez primero 
promiscuo municipal, a un funcionario que, ocupando cargo similar en carrera, pero sin 
haber participado en el concurso, motivó la intervención de la corte constitucional, que 
consideró inaplicable la regulación del acuerdo 106, que al elaborar una lista paralela 
terminaba introduciendo una excepción a la reglamentación de la ley estatutaria, que no 
estaba atribuida al consejo sino a la ley y su aceptación conllevaría, en algún sentido, 
patrocinar una burla al concurso de méritos.89    
 
El acuerdo 117 de agosto 5 de 1997, realizó una convocatoria para proveer los cargos de 
jueces de la jurisdicción ordinaria en todas sus especialidades, magistrados de tribunal 
superior en todas sus distintas salas y magistrados de tribunal contencioso administrativo. 
Concurso abierto que con relación al anterior varió en su sistema de valoración de los 
aspectos calificables; así el examen de conocimiento, prueba de 1 a 1000, aprobable con 
600 puntos, valía 420 puntos de los 1000 de la sumatoria de todos los factores, la 
entrevista dejó de valer 350 puntos y se tomó por hasta 280 puntos; la experiencia 
adicional y docencia 200 puntos y capacitación y publicaciones se redujo a 100 puntos. 
 
A su convocatoria respondieron 3.096 candidatos para magistrados y 10.979 para jueces, 
se admitieron respectivamente 2.959 y 10.391 de los inscritos; aprobaron la prueba de 
conocimientos 700 concursantes para magistrado y 2.529 para jueces; su registro de 
elegibles rigió entre el 20 de marzo de 2001 y el 19 de marzo de 2005, periodo en el que 
se eligieron de aquellos registros y posesionaron 972 jueces y 143 magistrados. 
 
El acuerdo 1549 de septiembre 17 de 2002, segunda convocatoria conjunta para la 
provisión de cargos de magistrados y jueces de la jurisdicción ordinaria, significó un 
cambio en las condiciones del concurso, con relación a todos los anteriores. 
 
Se prevé la necesidad de que el concursante aporte una dirección electrónica en que 
podrá ser notificado de las decisiones del concurso, la inscripción corrió entre  el 15 al 21 
de junio, los requisitos eran los generales de todo concurso; la valoración de los factores 
clasificatorios varió considerablemente, el examen o prueba de conocimiento pasó de 420 
puntos sobre 1.000 que se le otorgaba en el concurso anterior, a valer ahora 600 puntos 
sobre los 1.000 de la sumatoria total; el examen se evaluaba de 1 a 1.000 y se aprobaba 
con 800 puntos, hasta entonces la prueba se entendía superada con una calificación de 
600.   
 
La experiencia adicional y docencia se valoró en hasta 150 puntos; reconociendo 20 
puntos por cada año de experiencia relacionada o ejercicio de la profesional 
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 Sentencia de Tutela 102 de 2001. Expediente T-304617 M.P. Fabio Morón Díaz. 
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independiente, en áreas jurídicas por tiempo completo; 5 puntos por cada semestre de 
docencia universitaria en área jurídica con vinculación de tiempo completo y 5 puntos por 
cada semestre de docencia jurídica universitaria en los demás casos. 
  
Por capacitación adicional y publicaciones hasta 150 puntos, especialización 15 puntos, 
maestría 20 y doctorado 25. Los cursos de capacitación de la escuela con duración mayor 
a 125 horas certificado por la escuela darían 5 puntos; y la obra jurídica escrita acorde 
con lo reglamentado por el consejo.  Por último la entrevista otorgaría hasta 100 puntos. 
 
Preveía, por primera vez, el curso de formación judicial semi-presencial, con duración 
aproximada de 48 semanas y al que sólo se convocarían a los concursantes que 
obtuviesen los mayores puntajes en la fase 1; hasta la cantidad estimada de vacantes al 
expedirse el registro y de las que se produzcan en su vigencia incrementadas en un  25%, 
serían los llamados a cursarlo.   
 
Al llamado respondieron 5.215 candidatos para magistrados de los que se admitieron 
4.811 y aprobaron la prueba de conocimiento 555; mientras que para juez se presentaron 
15.088 se admitieron 13.578 y aprobaron la prueba de conocimientos 2.393; se llamaron a 
curso de formación judicial a 213 candidatos a magistrados, de ellos quedaron 
conformando el registro 203 y fueron designados y posesionados 150 magistrados; 
llamados al curso de formación 979 y conformaron el registro 794, se posesionaron 616 
jueces. 
 
Estos registros de elegibles tuvieron similar periodo de vigencia, cuatro años que corrieron 
entre el día 12 de diciembre de 2005 y el 11 de diciembre de 2009.    
 
 
3.2.   EL ÚLTIMO CONCURSO DE MÉRITOS 
 
 
Mediante acuerdo PSAA08-4528 de febrero 4 de 2008, la sala administrativa del consejo 
superior de la judicatura, en uso de las facultades establecidas en los artículos 162,164 y 
168 de la ley 270 de 1996, dio cumplimiento a lo acordado en la sesión de su sala de 
enero 30 de 2008 y expidió el mencionado acto administrativo por el cual se convoca al 
concurso de méritos para la provisión de los cargos de funcionarios de la rama judicial, 
para las jurisdicciones ordinaria, contencioso administrativa, disciplinaria y para proveer 
las salas administrativas de los consejos seccionales de la judicatura. 
 
La rama judicial de Colombia90 cuenta con 23.952 servidores judiciales, de los cuales 
4.569 son funcionarios (jueces y magistrados de las diferentes jurisdicciones) y 19.328 
empleados; de todos ellos el 88.93% pertenecen a la jurisdicción ordinaria y en ella se  
tiene previsto la provisión por fuera del concurso de méritos de 23 funcionarios, 
magistrados de la corte suprema de justicia, y para ser ocupados por las reglas del 
concurso, en los 32 distritos judiciales, 421 despachos de magistrado tribunales 
superiores y 3.621 jueces.  
 
 
                                                 
90
 Según el informe al congreso de la república de la sala administrativa del consejo superior de la 
judicatura 2010-2011. 
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3.2.1.  EL ESQUEMA GENERAL DE LA CONVOCATORIA 
 
La convocatoria, número18 de las realizadas por el consejo superior de la judicatura, fue 
general para la provisión de cargos de magistrados y jueces de la jurisdicción ordinaria en 
todas sus especialidades, vale decir, jueces de pequeñas causas, promiscuo municipal, 
penal municipal, civil municipal, promiscuo de familia, promiscuo del circuito, de ejecución 
de penas y medidas de seguridad, penal para adolescentes, laboral del circuito, de familia 
del circuito, penal del circuito y civil del circuito; asimismo para magistrados de tribunal 
superior en todas sus salas posibles, es decir, única, civil-familia-laboral, civil-familia, 
laboral, de familia, penal y civil. 
 
Al concurso se incorporó el que se había iniciado en el año 2007, convocatoria 17 para la 
provisión del cargo de juez penal del circuito especializado, previéndose que quienes se 
hubieren inscrito en aquella, habían de considerar que aquél era uno de los cinco cargos 
en los que, conforme a esta nueva convocatoria, podían los participantes pretender.   
 
Asimismo la convocatoria 18 lo era para proveer los cargos de juez administrativo y 
magistrado de tribunal contencioso administrativo, así como los de magistrado de las 
salas administrativa y disciplinaria de los consejos seccionales de la judicatura. 
 
 
3.2.2.   RESPUESTA A LA CONVOCATORIA 
 
Como suele ocurrir91 las convocatorias de la rama judicial tienen buena respuesta en los 
invitados a participar en ellas; para la que analizamos se presentaron 24.525 aspirantes, 
de ellos fueron admitidos 23.300 de los que tan solo aprobaron la prueba de 
conocimientos 1.952 y se habilitaron para el curso-concurso a 1.530, de ellos lograron 
aprobarlo 1.459 participantes92.   
 
 
3.2.3.  EL NOVEDOSO SISTEMA DEL CURSO CONCURSO 
 
Es la convocatoria la norma reguladora obligatoria del trámite que rige para concursantes 
y convocantes, el concurso se plantea abierto y público y a diferencia de las convocatorias 
anteriores, a más del primer paso de inscripción para el que se exige acreditar el 
cumplimiento de las exigencias legales para ocupar el cargo al que se aspira, superada la 
prueba de conocimientos y aptitudes, los concursantes fueron llamados a un curso de 
formación judicial, fase II del curso concurso, dictado en modalidad semi-presencial en 5 
áreas distintas para la jurisdicción ordinaria, civil, familia, penal, laboral y promiscua, 
debiendo el participante escoger, acorde con el examen de conocimiento superado, uno 
                                                 
91
 Según el informe al congreso de la república rendido por el consejo superior de la judicatura para 
el periodo 2010-2011, en total hasta marzo de 2011 el consejo superior de la judicatura ha 
desarrollado 62 convocatorias para las que se han inscrito 322.441 participantes, para acceder a 
los cargos de funcionarios y empleados en carrera, que ha dado lugar a efectuar 13.396 
nombramientos por el sistema de carrera. 
92
 Ídem. Pág. 125. 
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de los cursos de formación señalado, entendiéndose que eligiendo terminaba su 
participación respecto de las restantes especialidades. 
 
El curso comprendía dos áreas una general y otra especializada, conformadas por 
módulos de análisis y aplicación práctica, pasantías en los despachos judiciales y un 
trabajo de investigación; la parte general tenía una valoración del 40% del puntaje del 
asignado al curso y el área especial un 60%; pero se preveía como requisito para acceder 
a la parte especializada el haber aprobado la parte general, y su calificación se derivaba 
del promedio del puntaje obtenido en las evaluaciones de sus componentes. 
 
Mientras que la calificación final sería la ponderación de los resultados obtenidos en las 
dos áreas. Se debía además asistir al 80% de las reuniones presenciales y las 
inasistencias, que no podrían superar el 20%, estar debidamente justificadas. 
 
El curso concurso conllevó una alta exigencia para los participantes, reuniones 
presenciales cada 15 días los fines de semana, sábado y domingo, mesas de estudio y 
evaluaciones permanentes en las temáticas de formación general y especializada, para 
las que debían sus participantes asumir los costos de desplazamiento, alimentación y 
hospedaje que requirieran; fue casi un año recibiendo esa capacitación. 
 
La calificación del curso iría en una escala de entre 100 y 200 puntos; mientras que la 
prueba de conocimientos tenía un valor de hasta 500 puntos y para ser aprobada el 
obtener un puntaje mínimo de 800, sobre la escala de 1 a 1.000 en que sería evaluada. 
 
El tercer factor calificable era la experiencia adicional y docencia que atribuía por el 
desempeño de cargos en áreas jurídicas, por fuera de la exigencia mínima del cargo al 
que se aspiraba, 2 años si es de nivel municipal, 4 años si es del circuito y 8 años para 
magistrado, contados todos a partir de la obtención del pregrado de derecho, un total de 
20 puntos por año de experiencia adicional y 10 puntos por cada semestre de enseñanza 
en ciencias jurídicas si se tenía designación como docente de tiempo completo y 5 puntos 
en cualquier otro tipo de designación; sin que la sumatoria de uno u otro rubro pudiese 
superar 120 puntos.  
   
El cuarto factor calificable es la capacitación adicional, podía otorgar hasta 50 puntos y 
reconocía al participante 10 puntos por especialización realizada, 25 por maestría y 50 por 
doctorado. 
 
La entrevista como factor calificable podría otorgar hasta 100 puntos a discrecionalidad de 
una comisión plural designada por la sala administrativa del consejo superior de la 
judicatura. Por último, las publicaciones que hubiesen realizado los concursantes podrían 
atribuirle hasta 30 puntos.  
 
Se completaban así los 1.000 puntos distribuidos entre los distintos factores.  
 
 
3.3 LOS REGISTROS DE ELEGIBLES 
 
Agotadas las diversas etapas clasificatorias se expidió, mediante resolución PSAR10-608 
de diciembre 9 de 2010, en orden alfabético, la relación de los resultados obtenidos, 
sumatoria general y por cada una de los factores calificables, de los participantes en el 
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concurso de méritos convocado por los acuerdos 4132 de 2007 y 4528 de 2008; 
documento soporte de la posterior expedición de los registros de elegibles para cada uno 
de los cargos convocados; aquellos emitidos en orden descendente, con el nombre de los 
concursantes pero tomando en consideración el resultado final consolidado de la 
sumatoria de los enunciados factores de evaluación, a través de las siguientes 
resoluciones. 
 
Por resolución PSAR 11-486 de mayo 23 de 2011 el correspondiente al cargo de juez de 
familia, con un total de 63 candidatos, 29 hombres y 34 mujeres, que llegaron a la etapa 
previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 19 personas, 8 hombres y 11 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-488 de mayo 23 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
promiscuo del circuito, con un total de 103 candidatos, 65 hombres y 38 mujeres, que 
llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 
se habían nombrado, confirmado y posesionado 43 personas, 26 hombres y 17 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-492 de mayo 24 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
promiscuo municipal, con un total de 365 candidatos, 229 hombres y 136 mujeres, que 
llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 
se habían nombrado, confirmado y posesionado 274 personas, 157 hombres y 77 
mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-545 de junio 9 de 2011 el correspondiente al cargo de juez penal 
municipal, con un total de 170 candidatos, 101 hombres y 69 mujeres, que llegaron a la 
etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 95 personas, 45 hombres y 50 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-598 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
penal para adolescentes, con un total de 91 candidatos, 57 hombres y 32 mujeres, que 
llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 
se habían nombrado, confirmado y posesionado 8 personas, 5 hombres y 3 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-599 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
laboral del circuito, con un total de 103 candidatos, 57 hombres y 46 mujeres, que llegaron 
a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 52 personas, 26 hombres y 26 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-600 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez civil 
municipal, con un total de 198 candidatos, 109 hombres y 89 mujeres, que llegaron a la 
etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 26 personas, 20 hombres y 6 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-602 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez civil 
del circuito, con un total de 90 candidatos, 53 hombres y 37 mujeres, que llegaron a la 
etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 33 personas, 19 hombres y 14 mujeres. 
 
Por resolución  PSAR 11-603 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
penal del circuito especializado, con un total de 96 candidatos, 68 hombres y 28 mujeres, 
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que llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 
2012 se habían nombrado, confirmado y posesionado 42 personas, 30 hombres y 12 
mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-604 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
penal del circuito, con un total de 131 candidatos, 91 hombres y 40 mujeres, que llegaron 
a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían 
nombrado, confirmado y posesionado 39 personas, 28 hombres y 11 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-666 de julio 19 de 2011 el correspondiente al cargo de juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad, con un total de 98 candidatos, 69 hombres y 
29 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a 
diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y posesionado 19 personas, 13 
hombres y 6 mujeres. 
 
Por resolución PSAR 11-951 de diciembre 16 de 2011 el correspondiente al cargo de juez 
promiscuo de familia, con un total de 70 candidatos, 28 hombres y 42 mujeres, que 
llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 
se habían nombrado, confirmado y posesionado 42 personas, 19 hombres y 23 mujeres. 
 
Mientras que para los cargos de magistrado las resoluciones que consolidaron los 
registros de elegibles que dieron paso a los nombramientos en sus diferentes 
especialidades fueron los siguientes: 
 
Por resolución PSAR 11-601 de junio 17 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala civil, con un total de 24 candidatos, 
16 hombres y 8 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y confirmación; 
de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y posesionado 1 candidato 
mujer, de los que conformaron el registro de elegibles. 
 
Por resolución PSAR 11-684 de julio 19 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala laboral, con un total de 38 
candidatos, 23 hombres y 15 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y 
confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 
posesionado 17 de los candidatos, 11 hombres y 6 mujeres, que conformaron el registro 
de elegibles. 
 
Por resolución PSAR 11-667 de julio 19 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala única, con un total de 27 
candidatos, 19 hombres y 8 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y 
confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 
posesionado 11 de los candidatos, 7 hombres y 4 mujeres, que conformaron el registro de 
elegibles. 
 
Por resolución PSAR 11-683 de julio 19 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala de familia, con un total de 9 
candidatos, 6 hombres y 3 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y 
confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 
posesionado 1 hombre de los candidatos que conformaron el registro de elegibles. 
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Por resolución PSAR 11-700 de julio 26 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala civil-familia- laboral, con un total de 
40 candidatos, 24 hombres y 16 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento 
y confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 
posesionado 9 de los candidatos, 5 hombres y 4 mujeres, que conformaron el registro de 
elegibles. 
 
Por resolución PSAR 11-667 de octubre 25 de 2011 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala penal, con un total de 48 
candidatos, 38 hombres y 10 mujeres que llegaron a la etapa previa al nombramiento y 
confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 
posesionado 13 de los candidatos, 12 hombres y 1 mujer, que conformaron el registro de 
elegibles. 
 
Por resolución PSAR 12-49 de febrero 13 de 2012 el correspondiente al cargo de 
magistrado de tribunal superior de distrito judicial sala civil-familia, con un total de 74 
candidatos, 47 hombres y 27 mujeres, que llegaron a la etapa previa al nombramiento y 
confirmación; de ellos a diciembre de 2012 se habían nombrado, confirmado y 






Los concursantes que hasta diciembre de 2012 terminaron satisfactoriamente todas las 
fases del curso concurso y fueron nombrados y confirmados en sus cargos, son un total 
de 753, 287 mujeres y 466 hombres, esto es, el 38,01% y el 61,9 % respectivamente. 
 
Distribuidos por cargos han sido 58 las designaciones de magistrados, el 32,76%  mujeres 
19 y un 67, 24 % hombres que equivale a 39 de los posesionados. 
 
Mientras que de los 695 jueces nombrados 268 esto es, 38,56% eran mujeres y el 
61,44%, es decir, 427 eran hombres. 
 
De los nombramientos posesiones y confirmaciones en los diferentes cargos de la 
jurisdicción ordinaria que se convocaron, únicamente en juzgados penales municipales y 
de familia y promiscuos de familia, fueron mayores las que recayeron en mujeres que en 
hombres; resultaron en empates las designaciones para juez laboral y fue mujer el único 





Los dos participantes más jóvenes designados, un hombre y una mujer, tenían 28 años y 
lo fueron como jueces municipales, mientras que una mujer fue la de mayor edad de las 
nombradas, tenía 62 años y se eligió como juez civil de circuito. 
 
De los jueces designados 310, el 41,16%, nacieron antes de 1970, 211 hombres y 99 
mujeres; en este grupo el mayor número 45, tenían 44 años de edad; 39 tenían 48 años, e 
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igual número tenían 46 años; 21 tenían 47 años y coincidían en número de 20, los que 
tenían 49 y 53 años de edad; 16 participantes tenían 51 y e igual número 55 años y con 
edades de 62, 61, 59, 58, 57 y 56 años sólo había 1 posesionado. 
 
El 50,73% de los posesionados, esto es, 382 de los nombrados, nacieron entre 1970 y 
1980, 228 hombres y 154 mujeres; de ellos 56 tenían 33 años; 42 eran de 34 años; 43 de 
35 años; 35 de 36 años; 37 de 37 años; 31 de 38 años; 28 de 39 años; 36 de 40 años; 20 
de 41 años; 30 de 42 años y 24 de 43 años. 
 
Los más jóvenes, nacidos después de 1980, fueron 61 participantes que equivalen al 
8,10% de los elegidos, 24 mujeres el 3,18% y 4,91% hombres que equivalen a 37 de los 
posesionados; de éste grupo 25 tenían 32 años e igual número tenían 31 años, 9 de 30 





De los 753 participantes que fueron elegidos como funcionarios sólo 138, es decir, el 
18.32% de los nombrados no tenían capacitación adicional al pregrado, de aquellos 89, es 
decir un 11,81%, eran hombres y el  6,51% restante, 49 eran mujeres; mientras que de los 
demás nombrados 615, esto es, 81,68% acreditaron haber realizado estudios de 
posgrado. 
 
Con sólo una especialización se presentaron 326 jueces y 16 magistrados, que suman 
342 de los 753 designados, lo que equivale al 48%, de ellos un 39% eran mujeres y un 51 
eran hombres   
 
De los 58 magistrados elegidos y posesionados sólo 1 no acreditó haber realizado 
estudios de posgrado y de los restantes 15 tenían una especialización, 16 dos, 14 tres, 5 
cuatro, 1 una maestría, 2 una maestría y 1 especialización, 1 una maestría y dos 
especializaciones, y 3 concursantes alcanzaron los 50 puntos máxima nota del factor.      
 
Los posesionados con más de un estudio de posgrado se pueden clasificar así; en el nivel 
del circuito, al igual que en el de magistrados 3 concursantes, 2 hombres y 1 mujer 
obtuvieron 50 puntos debiendo acreditar o bien, un doctorado, dos maestrías, una 
maestría y 3 especializaciones o 5 especializaciones. 
 
Del mismo nivel de participantes, juzgado del circuito, 2 hombres y 1 mujer acreditaron 
haber cursado 4 especializaciones; mientras que 7 participantes, 5 hombres y 2 mujeres, 
el haber cursado una maestría y 2 especializaciones. Un solo concursante acreditó como 
único estudio de posgrado una maestría y concursaba por juzgado de categoría 
municipal. 
 
30 de los jueces posesionados acreditaron haber adelantado 3 especializaciones, 25 de 
ellos concursaron para juez del circuito y 5 para municipales, 19 eran hombres y los 
restantes mujeres. 
 
135 de los posesionados lo hicieron habiendo cursado 2 especializaciones, 73 hombres y 
62 mujeres; de ellos, 60 concursaron para cargos de juez municipal y 75 para juzgados 
del circuito.   
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3.3.4  PUBLICACIONES 
 
Sólo un 3,98% de los participantes designados, esto es, 30 candidatos, presentaron como 
factor de evaluación haber realizado publicaciones, 12 de ellos fueron concursantes que 
se designaron como magistrados 10 hombres y 2 mujeres; mientras que de los jueces 
nombrados con publicaciones 14 eran hombres y 4 mujeres. 
 
 
3.3.5 LOS CONTRASTES 
 
Las variaciones más relevantes se puede exponer a partir de las principales 
características o factores que pudieron ser analizados en uno y otro grupo, que no son los 
mismos, pues no se logró tener acceso a toda la información de los actuales concursantes 
designados, en comparación a la recopilada en la encuesta, herramienta de trabajo del 
primer perfil. 
 
Por generó, podría afirmarse que el nuevo concurso hace que la diferencia entre hombres 
y mujeres ocupando el cargo de funcionarios judiciales se incrementó en detrimento de 
las mujeres, en lo que refiere a jueces y se mantuvo en lo que toca con magistrados; el 
porcentaje de mujeres que ocupaban el cargo de funcionarios en los 7 distritos judiciales 
objeto del estudio inicial, equivalían al 42,2%; mientras que en los designados y 
posesionados con relación al último concurso equivalen al 38.01%; siendo el porcentaje 
de hombres mayor en ambos registros, de 57,8% y el 61,9% respectivamente. 
 
Tratándose de magistrados, al igual que en el primer estudio, los hombres duplican a las 
mujeres, en el último concurso se designaron y posesionaron 19 magistradas que 
equivalen al 32.76% de los 58 nombramientos; mientras que fueron 39 los hombres, el 
67.24%. 
   
Por edades, como resulta apenas lógico prever, la variable edad tiene significativas 
diferencias en uno y otro registro; mientras que el número de funcionarios nacidos antes 
de 1970,  (mayores de 38 entonces, hoy mayores de 42 años) equivalía al 90,6% en el 
estudio inicial, en el nuevo concurso apenas el 41,6% de los designados, pertenecen a 
dicho grupo; mientras que el grupo de nacidos después de 1980, (mayores de 28 
entonces y de 32 ahora) que en el primer perfil cubría a un 0.7%, en el concurso actual 
equivalen al 8,10%; esto es, 6 y 61 personas, respectivamente. 
 
El grupo más grande de los ingresados o ascendidos en el último concurso corresponde a 
los nacidos entre 1970 y 1980, el 50.73%, que en el perfil anterior era de sólo un 8,7%, 
esto es 82 de las 944 personas encuestadas y ahora equivale a 382 de las 753 
designadas.   
 
Los niveles de capacitación o estudios realizados reflejaban que mientras que en el perfil 
inicial el 21% de los funcionarios (198 de 944) no tenía ningún estudio de posgrado, de los 
ingresados o ascendidos en el último concurso, solo el 18,32% (137 de 753) estaba en 
similar situación; esto es, el 79% de los funcionarios del primer perfil tenían estudios de 
posgrado, porcentaje que incrementó al 81,68%  en el nuevo registro. 
 
En el primer perfil, el 77,8 % (734 de 944) tenían una especialización y el 46% dos 
especializaciones (434 de 944), 13,1% (123 de 944) tres especializaciones; 2,8% 
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alcanzaron una maestría (26 de 944). Mientras que el curso último de la jurisdicción de los 
designados y posesionados un 48% cursaron una especialización (342 de 753); un 
20,05% cursaron dos especializaciones (151 de 753);  un 5,8% cursaron tres 
especializaciones (44 de 753); un  1,06% cuatro especializaciones (8 de 753); cuatro 
concursantes cursaron estudios de maestría, de ellos uno con una especialización y dos 
con dos. Sólo 6 concursantes alcanzaron los 50 puntos totales del factor.  
 
En lo que a las publicaciones de obras jurídicas refiere, el porcentaje disminuyó, mientras 
que en el perfil creado el 4,1% de los encuestados (39 de 944) habían escrito obras 
jurídicas publicadas, en el perfil creado a partir del concurso sólo un 3,9% de los elegidos 
cumplía tal condición (30 de 753). 
 
 
3.4 LEY ESTATUTARIA Y DISCRECIONALIDAD AÚN 
DESPUÉS DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CARRERA 
 
 
La regla general en la provisión de cargos públicos, desde la reforma constitucional de 
1991 es el concurso de méritos y calidades de los aspirantes, con prohibición expresa de 
que la filiación política determine el nombramiento para un empleo de carrera o su 
remoción93; se proveen por otro sistema, sólo aquellos cargos que así lo tengan 
establecido en la ley, como los 66 de magistrado de alta corte; los de la suprema y 
consejo de estado que se eligen por cooptación compartida por cada corporación de listas 
enviadas por  el consejo superior de la judicatura; el consejo superior de la judicatura, sala 
administrativa,  por las otras cortes; un magistrado por la corte constitucional,  dos por la 
corte suprema de justicia y tres por el consejo de estado; y la sala disciplinaria por el 
congreso de ternas enviadas por el gobierno; y la corte constitucional que se elige por el 
senado según ternas remitidas por la corte, el consejo de estado y el Presidente de la 
República.  
 
Si bien son pocos los cargos de funcionarios que debieran proveerse por método distinto 
al concurso de méritos94, lo cierto es que, por razones de distinto orden, terminan muchos 
de los llamados a ser provistos por el mérito, ocupados por largo tiempo en 
provisionalidad, elegidos con absoluta discrecionalidad de sus nominadores, sin 
sometimiento a las reglas del concurso de méritos. 
 
Según el artículo 132 de la ley estatutaria, la provisión de vacantes en la rama judicial 
puede hacerse en propiedad, para las vacancias definitivas de cargos de carrera, una vez 
culminadas todas las etapas del concurso o para los traslados. 
 
En provisionalidad, en caso de vacancia definitiva, mientras se hace la designación por el 
sistema legalmente previsto, que no podrá exceder de seis meses y en caso de vacante 
temporal cuando no se haga la designación en encargo o sea esta superior a un mes.  
 
                                                 
93
 Artículo 125 de la C.P. 
94
 Dispone el artículo 158 de la ley 270 de 1996 que son cargos de carrera los de los magistrados 
de los tribunales y salas de los consejos seccionales de la judicatura, jueces y empleados que por 
disposición expresa de la ley no sean de libre nombramiento y remoción.   
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En encargo, cuando las necesidades del servicio lo exijan, hasta por un mes prorrogable 
por periodo similar, puede designarse en encargo a un empleado o funcionario que se 
encuentre en propiedad. 
 
 
3.4.1 LICENCIA NO REMUNERADA PARA OCUPAR OTRO CARGO 
EN LA RAMA JURISDICCIONAL 
 
 
Regula el parágrafo del artículo 142  de la ley estatutaria de la administración de justicia 
que los funcionarios de carrera estando en propiedad, tiene derecho a licencia no 
remunerada hasta por el término de dos años, para ocupar un cargo vacante 
transitoriamente en la rama judicial. 
 
Lo que implica que, por ejemplo, si se designa como magistrado auxiliar de la corte 
suprema, cargo de libre nombramiento y remoción, a un funcionario en propiedad, juez del 
circuito o magistrado de tribunal superior, el designado puede pedir una licencia no 
remunerada hasta por el término de dos años y concedida aquella pasar a ocupar dicho 
cargo sin perder la propiedad en el que ocupa por concurso de méritos; la vacante 
provisional dejada por aquél obliga a su nominador a nombrar su reemplazo, en 
provisionalidad95, sin ninguna restricción, por el término de la licencia concedida. 
 
 
3.4.2 LA PROVISIÓN DE UNA VACANTE DEFINITIVA POR EL 
CONCURSO DE MÉRITOS. 
 
 
Presentada una vacante definitiva de un cargo de carrera96, inmediatamente se produzca, 
debe el nominador solicitar al consejo seccional o superior de la judicatura, según sea el 
caso,97la elaboración de la lista de elegibles para proveerlo en propiedad; comunicando la 
novedad al consejo seccional o superior, que publica su existencia para que los 
participantes en el concurso que hacen parte del registro de elegibles correspondiente, 
manifiesten su interés en llenar la vacante anunciada; de los que ejercieron la opción se 
                                                 
95
 Muchas veces podrían formase cadenas que se derivan de la provisión de la vacante derivada 
de la licencia concedida. El magistrado de tribunal que se nombra en la corte deja su magistratura 
y en ella es nombrado discrecionalmente un juez del circuito al que también se le concede una 
similar licencia y en su reemplazo con igual discreción o bien una persona por fuera de la rama o 
ya un juez municipal en carrera en cuyo caso se le concedería una licencia similar y la provisión de 
su vacante también sería discrecional.  
96
 La exclusión de la carrera se produce por la evaluación no satisfactoria del servicio y ella junto a 
las causales genéricas de retiro del servicio, produce vacante definitiva en el cargo de carrera. Son 
causales de retiro la renuncia aceptada, supresión del despacho o cargo, invalidez absoluta 
declarada, retiro forzoso por edad, vencimiento del periodo para el que fue elegido, retiro con 
derecho a pensión, abandono del cargo, revocatoria del nombramiento, declaración de 
insubsistencia, destitución y muerte del funcionario o empleado. (art. 149 y 173 de la ley 
estatutaria). 
97
 Si se trata de vacantes de jueces o empleados, es el consejo seccional el encargado de 
conformar las listas de elegibles, si se trata de magistrados de tribunal superior la lista la conforma 
el consejo superior de la judicatura.   
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elabora, en estricto orden descendente, la lista de elegibles que se remite al tribunal 
superior o la corte suprema; este proceso puede tomar varios meses.  
 
Elaborada la lista de elegibles y remitida a la autoridad nominadora, esta debe escoger de 
ella el candidato que, por tener el mayor puntaje en la suma de los factores evaluados, 
ocupa el primer lugar de la lista; aun cuando en ello hubo resistencia por autoridades 
nominadoras que consideraban que tal imposición vulneraba su derecho a una elección 
democrática, lo cierto es que la lectura contraria a dicha tesis, que venía avalada desde el 
control de constitucionalidad de la ley estatutaria, vino a ser reiterada por la corte 
constitucional por vía de decisiones de tutela98. 
 
El nombramiento efectuado, luego de enlistado en el orden del día de la sala plena de la 
corporación y aprobado por ella, debe ser comunicado dentro de los ocho días siguientes 
y deberá el elegido aceptarlo dentro de un término similar y presentar dentro de los 20 
días siguientes al de recibo de la información, la documentación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos exigidos para ocupar el cargo. 
 
Cumplido lo anterior, vendrá la decisión de sala plena de confirmar al elegido, requisito 
previo para que aquél pueda tomar posesión, pero para cuya definición, luego de que se 
reparta la confirmación a uno de sus miembros quien debe proyectar y presentar a sala la 
decisión si se confirma o se abstiene de hacerlo, no existe en la ley estatutaria un plazo 
dentro del cual deba la corporación nominadora tomar dicha determinación, es decir, se 
carece de término legal, para que el magistrado presente a sala el proyecto de la decisión 
administrativa. 
  
Ello significa que la persona designada discrecionalmente en provisionalidad, mientras se 
cumple el proceso necesario para la elección en carrera judicial, solicitud de lista, 
nombramiento y confirmación, puede terminar ocupando el cargo de carrera por un 
periodo de tiempo considerable, sin haber aprobado o presentado examen para el ingreso 
al curso concurso.  El confirmado además, tiene 15 días para tomar posesión y puede 
pedir una prórroga del mismo hasta por un término similar.   
 
 
3.4.3  EN LA PROVISIÓN DE NUEVOS CARGOS 
 
Por regla general la creación de juzgados o cargos de jueces o magistrados en la 
judicatura comporta que su provisión inicial se haga con una persona que lo ocupe en 
                                                 
98
 En efecto, existe un precedente judicial en materia de tutela, que se vino consolidando por 
demandas de amparo de concursantes a cargos de jueces de la república, magistrados de tribunal 
superior y de sala administrativa del consejo seccional de la judicatura, que acudieron al amparo al 
no haber sido designados en los cargos para los cuales participaron a pesar de ocupar el primer 
lugar en la lista de elegibles remitida. Sentencias de unificación SU-086 de 1999. “El mérito pues, 
resulta esencial en la carrera y no puede ser sustituido sino en los casos que contempla 
expresamente la constitución (art. 125) por la libre voluntad del nominador.” SU-961 de 1999 y SU-
133 de 1998 “para no vulnerar la constitución política ni atropellar los derechos fundamentales de 
los aspirantes que concursan para ocupar cargos en la rama judicial, producida una vacante el 
nominador está obligado a nombrar al concursante que obtuvo el primer puesto en la lista de 
elegibles, reservando a los siguientes para posteriores nombramientos, también en orden 
descendente, mientras no se reciba nueva lista del consejo de la judicatura”.  
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provisionalidad mientras se designa de la lista de elegibles, si existe, la persona que lo 
ocupe en propiedad. 
 
Provisionalidad en materia de designación de empleos es sinónimo de discrecionalidad y, 
con ello, de no aplicación de las reglas del concurso de méritos. Si  bien cuando en el año 
2012 el consejo superior de la judicatura decidió dar cumplimiento a la reforma legal que 
imponía que en todo municipio debía existir cuando menos un juzgado promiscuo 
municipal y acabó con las llamadas unidades judiciales99 para dar paso a la 
implementación de los juzgados que había eliminado años atrás porque económicamente 
no justificaban su existencia, pretendió reducir el margen de discrecionalidad en la 
provisión de aquellos y dispuso que no podían los nominadores proceder a proveer esos 
cargos, hasta tanto no se hicieran listas de elegibles y se diera visto bueno frente al hecho 
de contar aquellos con la infraestructura necesaria para su puesta en marcha. 
 
Lo cierto es que culminados los procesos de elaboración de listas de elegibles y 
autorizada su provisión al dar el visto bueno el consejo superior, en lo que refería a la 
satisfacción de las necesidades de infraestructura física para la implementación y la 
apropiación presupuestal, aquellos jueces y empleados fueron provistos en 
provisionalidad para dar inicio a su designación en carrera administrativa, por ende, estas 




3.4.4 EN LA PROVISIÓN DE VACANTES TEMPORALES 
 
Inevitablemente, las licencias derivadas de incapacidades médicas que superen 8 días, 
las licencias no remuneradas de hasta 3 meses y las licencias de maternidad, se proveen 
con absoluta libertad, ya en encargo si no superan los 30 días o ya en provisionalidad 
cuando ello suceda. 
 
La comisión especial para magistrados y jueces, regulada por el artículo 139 de la ley 
estatutaria, que atribuye al consejo superior de la judicatura la posibilidad de conceder a 
instancias de los respectivos superiores jerárquicos, comisiones a magistrados y jueces 
para adelantar cursos de especialización hasta por dos años y para cumplir actividades de 
asesoría al estado o realizar investigaciones científicas o estudios relacionados con 
funciones de la rama judicial hasta por seis meses. 
 
El conceder una de estas licencias genera una vacante temporal que se proveerá con 
discrecionalidad del nominador.   
 
                                                 
99
 La unidad judicial implicaba que el juez promiscuo municipal podía tener tal condición respecto 
de 2 municipios cercanos; al eliminar en un municipio el juzgado, los proceso en curso en aquél 
despacho y las demandas futuras debían adelantarse ante el juez del municipio más cercano, que 
pasaba de ser juez promiscuo municipal de un solo municipio, para volverse juez de la unidad 
judicial conformada por los 2 municipios, el que venía atendiendo y el nuevo municipio que por 
decisión del consejo superior de la judicatura carecería ahora de juez. 
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3.4.5 AL DESIGNAR PROVISIONALIDADES TEMPORALMENTE    
          DEFINIDAS 
 
 
Muchos cargos se crean con una duración determinada en la ley, como los 
implementados para dar cumplimiento a la ley de justicia y paz, y ahora a la ley de 
restitución de tierras, estos funcionarios y empleados, al tener una vigencia temporal 
definida, no son de carrera y por ello se les designa con absoluta discrecionalidad del 
nominador, a veces su existencia se prorroga en el tiempo hasta que se vuelve indefinida 
y puede terminar convirtiéndose en cargos de carrera, como sucedió con los jueces 
penales del circuito especializados, que sólo hasta el año 2008 se realizó un fallido 
proceso para designarlos por concurso de méritos o carrera judicial y su vinculación a 
carrera se logró con el último concurso de méritos de la jurisdicción ordinaria que se 
acaba de exponer. 
 
Para el caso de los jueces especializados su categoría de circuito, lo trascendente de su 
especial función y la remuneración de los mismos, superior al juez del circuito, hizo que 
las más de las veces dichos empleos fuesen ocupados por jueces de carrera cuya 
designación generó que la provisión de las vacantes temporales creadas, por el 
otorgamiento de licencias para ocupar otro cargo en la rama judicial, se proveyeran con 
discrecionalidad; igual paso con las salas especiales que como segunda instancia de 
estos juzgados se crearon en varios tribunales. 
 
La implementación de la ley de restitución de tierras genera, según lo informa el portal de 
la rama judicial hasta el momento ha requerido la designación de 39 jueces y 15 
magistrados; jueces del circuito especializados en restitución de tierras y salas de 
tribunales especializadas en restitución de tierras, para las que se prevé una duración de 
hasta 15 años, y que por la reglamentación actual que se proveen con designaciones en 
provisionalidad, con absoluta discrecionalidad de los nominadores, corte suprema de 
justicia y tribunales superiores, pudiendo generar, cada uno de aquellos cargos, la 
solicitud y otorgamiento de licencias para ocupar otro cargo en la rama y las cadenas de 
dependencia de varios funcionarios, por la provisión de las vacantes, que atrás se explicó 
  
 
3.4.5.1 ORDEN PÚBLICO Y TERRITORIOS APARTADOS 
 
No obstante la implementación del concurso de méritos que como se anotara tiene por 
regla general que los cargos de jueces y magistrados se provean por méritos, existen 
muchos municipios en el país en los que su difícil acceso por la carencia de medios de 
trasporte seguros y ágiles, o bien  por los problemas de orden público que generan peligro 
eventual para el servidor judicial, resultan no siendo ocupados en carrera, porque los 
integrantes del registro de elegibles que para proveer la vacante se conformó, no obstante 
ejercer opción  para la sede territorial, cuando aquella se ofertó y, por ende, venir a 
conformar el registro de elegibles,  no aceptan la designación que en aquellos cargos se 
les hace, tal vez en espera de una oportunidad en un juzgado de mejores condiciones. 
 
Ello explica porque municipios como Puerto Nariño en el departamento de Amazonas o 
Cabrera en Cundinamarca, a pesar de los concursos de méritos para ocupar los cargos 
de jueces que se han implementado por el consejo superior de la judicatura y aún desde 
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antes de que ello ocurriera, viene siendo desempeñados por funcionarios designados en 
provisionalidad, por personas que si bien reúnen los requisitos legales, no aprobaron el 
concurso de méritos y así se desempeñan desde hace varios años.  
 
 
3.4.5.2 INEXPLICABLE SITUACIÓN ACTUAL 
 
El último concurso de méritos organizado por el consejo superior de la judicatura, para la 
provisión de cargos de jueces y magistrados de la jurisdicción ordinaria; fue el primero 
que se diseñó con en el esquema de curso concurso, de una absoluta exigencia para sus 
participantes, que debieron soportar casi un año de encuentros académicos de 3 días, 
para atender a mesas de formación en los más variados temas, formación general y 
especializada, evaluaciones, pasantías y trabajo de investigación, a más del gasto 
económico que para muchos generó su participación100. 
 
Al menos en el distrito judicial de Cundinamarca ha tenido un preocupante resultado y es 
que no ha generado la provisión en carrera judicial de no menos de 50 de despachos 
judiciales que siguen provistos en provisionalidad, no obstante tener aquellos un registro 
de elegibles vigente, producto final del concurso de méritos. 
 
En efecto, juzgados promiscuos municipales como Fómeque, Pasca, Guachetá, Guaduas, 
Gachalá, Guatavita, Nilo, Villapinzón, Venecia, a pesar de haberse solicitado cinco veces 
listas de elegibles y designados en cada uno de aquellos no menos de 40 candidatos, 
siguen en provisionalidad, pues por las reglas del concurso ningún efecto tiene para el 
participante que elegido en un cargo para el que hizo opción no acepta la designación. 
 
Situación similar acontece con otros juzgados promiscuo municipales del mismo distrito 
judicial, y también con juzgados cercanos a Bogotá y ya de una especialidad, como los 
penales municipales de Funza, Soacha, Fusagasugá, Girardot; civiles municipales de    
Girardot, Soacha, Zipaquirá y Fusagasugá; así como tampoco han tenido acogida los 
juzgados de ejecución de penas de Cáqueza, Facatativá y Fusagasugá, para los que ya 
se han solicitado y agotado 3 listas de elegibles. 
 
Situación que genera que por años, cargos de jueces, que está previsto sea ocupado por 




3.5 EL TRASLADO  
 
La ley 270 de 1996 estatutaria de la administración de justicia, reglamentó el traslado 
como un derecho del funcionario y empleado judicial, a que se provea una vacante de un 
cargo de carrera judicial con quien ocupe, en igual condición, otro de funciones afines de 
la misma categoría y para el cual se exijan los mismos requisitos, aunque tengan distinta 
sede territorial; lo encontró procedente, por razones de seguridad, siempre que mediara el 
                                                 
100
 Los que vivían en municipio distinto al de sus sedes, debían pagar sus gastos de transporte,  
alojamiento  y alimentación.   
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consentimiento del servidor y no se desmejoraran sus condiciones y dispuso que en dicho 
evento el mismo, aprobado por la sala administrativa del consejo superior de la judicatura, 
sería obligatorio para el nominador. 
 
Igualmente regulaba en su artículo 134 la posibilidad de un traslado recíproco entre 
funcionarios o empleados de diferentes sedes territoriales, que señaló sólo procedería con 
autorización previa de la sala administrativa de los consejos seccionales de la judicatura y 
por razones de fuerza mayor plenamente justificadas; siendo necesario además el 
acuerdo entre las diferentes autoridades nominadoras, cuando los cargos involucrados 
correspondieran a más de una autoridad de ese orden.   
 
 
3.5.1  MODIFICACIÓN DE LA REGULACIÓN INICIAL 
 
 
La ley 771 de 2002 modificó los artículos 134 y numeral 6° del 152 de la ley estatutaria, 
extendiendo la gama de traslados disponiendo que procede cuando se solicite por 
razones de seguridad o salud debidamente comprobadas que le hagan imposible 
continuar en el cargo o que afecten a su cónyuge, compañera, descendiente o 
ascendiente en el primer grado de consanguinidad o primer grado de parentesco civil; 
siempre que medie consentimiento del trasladado y no se desmejoren sus condiciones de 
trabajo. 
 
El traslado reciprocó a solicitud de los mutuamente interesados y previa autorización del 
consejo superior o seccional de la judicatura y de involucrar cargos de diferente entidad 
nominadora, debía también obtenerse el acuerdo de todas ellas. 
 
El traslado a solicitud del servidor público de carrera para ocupar un cargo vacante 
definitivamente, en cuyo caso, debería resolverse la petición antes de abrirse la sede  
territorial para la escogencia de los concursantes que hacen parte del registro de 
elegibles; reviviendo la regulación del denominado por la corte constitucional, traslado 
horizontal, contenido en el inaplicado acuerdo 106 de 1996. 
 
Y el traslado por razones del servicio cuando el interesado lo solicite y la petición este 
soportada en un hecho que por razones del servicio la sala administrativa del consejo 
superior de la judicatura lo califique aceptable. Esta  regulación  hizo que los traslados se 
incrementaran considerablemente y en mayor medida los solicitados por el sólo hecho de 
estar vinculado carrera, 298 de los 457 tramitados en el año 2010.  
 
Según el informe de Consejo Superior de la Judicatura al Congreso 2010-2011; en el año 
2010 se emitieron 457 conceptos de traslado 205 de jueces, 52 de magistrados y 200 de 
empleados. De ellos 298 fueron por servidor de carrera, 151 solicitados por jueces de los 
cuales tuvieron concepto favorable 110; 27 de magistrados que tuvieron concepto 
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3.5.2 LA SENTENCIA C- 295 DE ABRIL 23 DE 2002 
 
 
Si bien la sentencia de control de constitucionalidad de la ley 771 de 2002, C- 295 de abril 
23 de 2002,  mesuró considerablemente el impacto del traslado horizontal, al condicionar 
la exequibilidad de la disposición al entendido de que  en respeto del derecho a la 
igualdad y el principio de mérito como orientación de la carrera judicial, la aplicación de 
este tipo de traslado y por ende la posibilidad de aceptar la solicitud del o los interesados 
o la  selección de la persona que pueda ser trasladada, debe tomar en cuenta los méritos 
de cada uno tanto en relación con  sus condiciones de ingreso a la carrera judicial, como 
en el desempeño de su función. 
 
Lo que puede entenderse, en la más sana lógica, que habría de hacerse siempre 
ponderación entre el funcionario de carrera que quiere su traslado horizontal y el 
integrante de la lista de elegibles, para que en la escogencia prime el mérito. 
  
Pero si no se interpreta así, y simplemente se da paso al traslado horizontal directo, sin 
siquiera pedir lista de elegibles para ponderar, puede ocurrir que, por ejemplo, en el curso 
concurso aún vigente, en que podía el concursante inscribirse hasta para cinco cargos y 
de encontrarse en lista de elegibles para ellos opcionar para las vacantes que en las 
diferentes sedes territoriales se fueran presentando. 
 
Un no concursante en carrera como magistrado de sala única, al presentarse una vacante 
en la sala especializada civil, penal, familia o laboral de otro tribunal, para las que hicieron 
opción concursantes cuya aspiración era llegar al tribunal de la capital del país o de 
Medellín o Cali, únicas con magistrados de esas especialidades; pide el traslado como 
funcionario de carrera (traslado horizontal) y de serle concedido, sin ponderación alguna, 
su designación frustra la aspiración y derecho del concursante que por el mérito, estaba 
en la lista de elegibles del cargo para que fue aquél trasladado. 
 
Esa interpretación de la norma estatutaria y alcance de la sentencia de control de 
constitucionalidad, de aprobar el traslado sin requerir lista de elegibles, que es válida 
como lectura posible de la misma, es la que más impera en la judicatura; pues ha ocurrido 
en casi todos los tribunales del país; las salas civil y familia de Bogotá, o civil-familia de 
Cundinamarca, algunas de las últimas vacantes fueron llenadas por traslado de 
magistrados de otras partes del país. 
 
Debe anotarse que el consejo superior de la judicatura que se mostró contrario a la 
declaratoria de exequibilidad de la norma que modificaba los traslados, al participar en su 
debate ante la corte constitucional, morigeró de alguna manera la afluencia de este tipo 
de traslados al exigir, al solicitante del traslado101 el tener no menos de tres años de 
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 Acuerdo PSAA10-6837 de marzo 17 de 2010 
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La mayoría de funcionarios judiciales son egresados de universidades no consideradas de 
élite (Libre, Gran Colombia, Autónoma, Nacional y Santo Tomás de Aquino), un 
porcentaje menor proviene de las universidades privadas que se reconoce como 
exclusivas por los costos de sus matrículas, (Externado, Javeriana, Rosario), aun cuando 
no hay una tendencia expresa en la formación universitaria, los porcentajes de egresados 
por universidades permiten afirmar que centros educativos como la Libre, Católica, Gran 
Colombia y Santo Tomás, tienden a formar a sus estudiantes con clara orientación hacia 
la judicatura. 
 
El nivel de formación promedio de los funcionarios judiciales es de una especialización; la 
carrera judicial genera que tiendan ellos a permanecer en sus cargos, lo que explica 
porque un alto porcentaje de funcionarios que tienen la rama judicial como su único 
empleo. 
 
El perfil del juez de la jurisdicción ordinaria ha venido cambiando con el paso del tiempo, 
desde que se empezó a volverse efectiva la consagración del mérito para el ingreso y la 
eliminación de los periodos constitucionales de jueces, primordialmente en lo que refiere a 
los niveles de formación académica y experiencia anterior al acceder o ascender. 
 
La manera como en la hoy llamada jurisdicción ordinaria se ha modificado el ingreso y 
ascenso de sus funcionarios, por la selección que de ellos a través de un concurso de 
méritos, hace efectivo el derecho de igualdad en el acceso y ascenso a los cargos 
públicos. 
 
La carrera judicial es en Colombia una realidad, por mandato constitucional y desarrollo 
legal, aunque no cobija la totalidad de los cargos, pues de ella se excluyen los de las altas 
cortes incluida la cabeza de la jurisdicción ordinaria. 
 
La intervención de la corte suprema fue definitiva en la conformación de los tribunales 
superiores en ese primer concurso, no solo lo diseñó, aplicó y calificó, sino que realizó y 
calificó la entrevista a los participantes, eximió del examen a quienes venían ocupando el 
cargo de magistrados, que la misma había provisto con discrecionalidad, reemplazando 
para ellos la prueba de conocimiento, con la calificación de servicios que también ella 
diseño, aplicó y calificó. 
 
En el largo trasegar de reglamentaciones, fallidas y dictadas, aplicadas y no aplicadas, del 
concurso de méritos como mecanismo de ingreso a la rama judicial, tan solo en los 
primeros documentos, el proyecto de ley del año 1958 y en el decreto 1698 de 1964,  se 
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establecía que el concurso de méritos cubría los cargos de magistrado de la corte 
suprema de justicia y del consejo de estado.  
 
Ni en las reformas constitucionales ni legales estatutarias, se ha contemplado que 
aquellos cargos o los de las nuevas altas cortes creadas a partir de la carta del 91, sean 
provistos por este sistema, falta de previsión legal que conllevó la declaratoria de 
inexequibilidad, en el estudio previo de constitucionalidad del artículo el artículo 85 
numeral 10 de la ley estatutaria, que timoratamente señalaba que el consejo superior 
cumpliendo su función remitiría las listas  para la elección de magistrados a la corte 
suprema y consejo de estado, “dentro de las cuales por lo menos la mitad deberá incluir a 
funcionarios de la Carrera Judicial”. 
 
Varió considerablemente aquella situación que, legitimada con la inclusión de la rama 
judicial en el mandato legal de que en el reparto de cargos públicos se respetara la 
paridad política, originó que su organización jerárquica terminara reflejada en el 
nombramiento de jueces y empleados, creando cadenas de múltiples dependencias en 
las diferentes instancias o escalas del ejercicio del poder jurisdiccional, para la 
conformación de su burocracia.  
 
Y la absoluta dependencia de la voluntad de su jefe, que por muchos lustros tuvieron que 
soportar los empleados judiciales desprovistos de toda protección en su estabilidad 
laboral, que vino a tener piso jurídico con la expedición del decreto 2284 de 1976, que 
disponía que salvo en la corte suprema y el consejo de estado, vencido el periodo 
constitucional del funcionario, terminada la estabilidad laboral de sus empleados y estos 
debían renunciar. 
 
Pues en el poder judicial, como también se conoce en nuestro país este sector del 
servicio público, el diseño de su estructura y, primordialmente, la forma como por muchos 
años se proveyeron sus cargos, generó que en ella imperara una sumisión y dependencia 
en la conformación de tribunales y juzgados, reflejada en que jueces y magistrados y con 
ellos los empleados que laboraban para los mismos, por mucho tiempo dependieron para 
el ingreso, continuidad o ascenso en la rama, de factores distintos al mérito, como la sola 
voluntad de sus nominadores y superiores.  
 
Fue proclive la ley a que por muchos años imperara en la rama judicial la provisión de 
cargos en provisionalidad y sin restricciones en su nombramiento; lo que se explica en la 
falta de voluntad política en la implementación de la carrera y en el disponer del legislador 
extraordinario, en el decreto 250 de 1970 y reiterarlo en el decreto 1660 de 1978 no 
obstante pretender allí la implementación de la carrera, que por lo menos una cuarta parte 
de los cargos de magistrados y jueces del País, deberían ser provistas con absoluta 
libertad y en libre nombramiento y remoción por la respectiva corte suprema y tribunales 
superiores; disposición eliminada en la reglamentación del decreto 052 de 1987. 
 
En el desarrollo de la carrera judicial no siempre el examen de conocimientos fue factor a 
calificar, pues en los primeros concursos realizados se eximió de la misma a los 
candidatos a magistrados, mientras que en la primera reglamentación legal, se tuvo sólo 
como criterio de desempate entre concursantes. 
 
El sistema de carrera actual tiene falencias y son muchos los funcionarios que por causa 
de ellas, hoy día, no obstante el mandato constitucional de privilegiar el mérito para el 
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ingreso y ascenso, ocupan en provisionalidad cargos de carrera por años, a veces sin 
siquiera estar  vinculados al servicio, los múltiples vacíos en la regulación legal hacen que 
se siga privilegiando la designación en provisionalidad sin que exista en ello restricciones, 
lo que genera el clientelismo judicial y prácticas propias de las primeras etapas de 
consolidación de la estructura del aparato judicial colombiano, que se creían superadas, 
con grave detrimento para el servicio. 
 
El artículo 8° del decreto 250 de 1970, reiterado en el decreto 1660 de 1978, estableció un 
orden de prelación para el lleno, en provisionalidad, de las vacantes que se presentaran 
en cada periodo y no se pudiesen proveer en propiedad, porque no se hubiese realizado 
el concurso o estuviere agotado el registro de elegibles. 
 
Se privilegiaba con ello al inscrito en carrera que ocupaba cargo similar o inferior y al 
servidor no vinculado en carrera, dejándose como última opción la designación de 
persona extraña a la carrera y al servicio; sana regulación que estimula el concurso de 
méritos, pues extiende sus efectos y premia al funcionario vinculado al servicio y al 
usuario del mismo, con designaciones que implican ascensos temporales. 
 
Una disposición de este tipo, que reduce la discrecionalidad y da mayor aplicación al 
concurso de méritos, ampliándolo para designaciones en provisionalidad, no existe en 
este momento, y su regulación haría bien a la estructura judicial, pues reduciría 
considerablemente el clientelismo en la rama; a similitud de lo que aconteció con la 
decisión de la corte constitucional102, que impone que el nombramiento de cargos en 
descongestión, así sea en provisionalidad, se haga también del registro de elegibles. 
 
Pues las designaciones en provisionalidad para vacantes de duración indefinida o definida 
como en el caso de las licencias, debieran ser ocupadas por servidores de carrera, 
ascender al municipal que está en carrera ante la vacante del circuito, y dar oportunidad al 
empleado calificado, que son la mayoría según la nueva reglamentación del consejo que 
profesionalizó sus cargos103, de ser juez municipal o promiscuo municipal, siempre y 
cuando llene los requisitos legales y promover hacía abajo el ascenso con la misma 
directriz. 
 
No es beneficioso para el servicio, ni estimulante para el funcionario que ingresó por 
mérito, que las vacantes temporales de los cargos de carrera vengan a ocuparlas 
personas ajenas al servicio. 
 
Necesario resulta también el que se organicen de tal forma los concurso que exista un 
listado de elegibles permanente, que permitan proveer del mismo aún las designaciones 
en provisionalidad.  
                                                 
102
 Sentencia C-713 de julio 15 de 2008. 
103
 Por acuerdo PSAA06-3560 de agosto 10 de 2006 se adecúan y modifican los requisitos para los 
cargos de empleados de tribunales, juzgados y centros de servicios, con dicho propósito.    
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